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Prólogo

Hablar de participación se ha vuelto común en 
las últimas décadas, ¿pero participar por qué 
y para qué? Participar para formar parte del 
debate público y político, para incidir en las 
políticas públicas y dotarlas de justicia social, 
para enriquecer y legitimar los procesos de-
mocráticos. En estas páginas se escribe de, y 
sobre, la participación, para reflexionar sobre 
ella, para nutrirla y porque no es posible un 
gobierno de cercanía sin participación.

A más de treinta años de iniciado el pro-
ceso de descentralización en Montevideo, 
nuevas agendas, temas, preocupaciones, in-
tereses y formas de organización nos inter-
pelan. Reconocerlos y reconocer a los actores 
que hoy inciden en la agenda y en las políticas 
públicas resulta central para el fortalecimien-
to del gobierno departamental y municipal.

En el Plan de Desarrollo Municipal con el que 
nos comprometimos desde 2020, afirmamos 
que un municipio que pretenda ser de cerca-
nía debe ser transparente en su gestión, a la 
vez que favorecer los espacios y las redes de 

organización, la participación social y local. Al 
mismo tiempo, manifestamos el interés en 
ir más allá, fomentando la creación de nue-
vas formas institucionales, instrumentos y 
normas que habiliten el desarrollo de la ac-
tividad social y la participación de los colec-
tivos para «autogestionar lo común». Así, se 
fueron abriendo espacios, formas y prácticas 
de participación, construyendo ese horizon-
te deseado, donde tienen lugar procesos de 
fortalecimiento de la cultura democrática y 
deliberativa.

Esta publicación, mediante la exposición de 
seis casos de estudio, permite explorar, ana-
lizar y comprender algunos de estos procesos 
participativos que se llevan adelante en este 
territorio y los desafíos que implican para los 
distintos actores involucrados. Cada una de 
estas experiencias presenta particularidades, 
desafíos y aprendizajes. Desde iniciativas 
promovidas por el gobierno departamental 
hasta proyectos surgidos de la propia acción 
social de vecinos, vecinas y colectivos, se 
puede apreciar cómo se van construyendo 
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estos entramados y espacios de participa-
ción, espacios no exentos de conflictos y di-
ficultades, a la vez que con la potencia dada 
por la incidencia en la toma de decisiones, la 
gestión de recursos, la identificación y la re-
solución de problemas, y la construcción co-
lectiva de proyectos. Participar pasa a ser, así, 
algo más que estar en los espacios y lugares, 
es apropiación, territorialización, disidencia y 
propuesta.

Estas páginas son, también, una invitación a 
reflexionar sobre el papel de la participación 
en la profundización de la democracia, así 
como el de la descentralización en la cons-
trucción de los gobiernos. Las experiencias 
aquí documentadas aportan valiosas reflexio-
nes sobre cómo fortalecer los vínculos entre 
los gobiernos, las instituciones y la sociedad 
civil. Asimismo, se plantean interrogantes so-
bre los límites y posibilidades de la participa-
ción, especialmente en un escenario donde las 
desigualdades sociales y económicas pueden 
dificultar el acceso pleno a estos espacios.

Esperamos que resulte un aporte significativo 
para quienes trabajan en, reflexionan sobre y 
habitan el ámbito de la participación ciuda-
dana, ya sea desde el gobierno, la academia 
o la sociedad civil; que nos invite a nuevas 
formas de pensar y actuar, así como a seguir 
apostando y construyendo en el Municipio B 
un gobierno cercano, transparente, inclusivo 
y comprometido con la gestión colectiva de lo 
común.

El conocimiento de estas experiencias y rela-
tos es posible gracias a la disposición de las 
personas, comisiones y colectivos diversos 
que colaboraron en su realización, compar-
tiendo sus prácticas, saberes y reflexiones, y 
también gracias al diálogo que nos permitió 
el intercambio con la academia, aportando a 
la reflexión acerca de nuestro quehacer coti-
diano. Estamos convencidas de estos inter-
cambios, cruces y debates, y del desafío que 
implica el hacer colectivo que construye la 
participación y su potencial transformador.

Silvana Pissano 
Alcaldesa 

Municipio B
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Presentación

la Plaza de Deportes n.o 1, como propuestas de-
rivadas del gobierno departamental. En el nivel 
municipal, se focalizó el trabajo en la Biblioteca 
Morosoli y en el Proyecto Alba, mientras que 
las iniciativas de la ciudadanía elegidas fue-
ron las redes de Salud y de Organizaciones de 
Personas Mayores - Municipio B más el Nodo 
Migrante.

El estudio fue llevado adelante mediante el 
análisis de fuentes documentales, la reali-
zación de entrevistas individuales en pro-
fundidad a figuras relevantes y entrevistas 
grupales para cada propuesta. Los meses de 
noviembre y diciembre de 2023 se dedicaron 
al primer relevamiento teórico, el diseño de 
la guía de lectura y la preparación de la ma-
triz de evaluación. En los meses de febrero a 
mayo de 2024 se redactó el marco teórico, se 
procesó la documentación, se ajustaron las 
pautas de entrevistas grupales e individua-
les y se coordinaron y realizaron las entrevis-
tas. Paralelamente, el equipo de investigación 
mantuvo reuniones periódicas de monitoreo y, 
además, sostuvo el proceso de análisis de los 

En noviembre de 2023 se suscribió un acuer-
do entre el Municipio B y un equipo de inves-
tigadoras del Departamento de Trabajo Social 
(Facultad de Ciencias Sociales, Universidad 
de la República) con el propósito de estudiar 
la participación ciudadana en el territorio. 
Específicamente, el objetivo planteado fue 
identificar y analizar las actividades y proce-
sos de participación de diferentes proyectos 
presentes en el Municipio B.

A estos efectos, desde el equipo de investi-
gadoras, se propuso considerar espacios de 
participación seleccionados en función de 
su punto de origen: dos propuestas promo-
vidas por el segundo nivel de gobierno, dos 
propuestas exclusivas del Municipio B y dos 
propuestas originadas en la acción social 
de la ciudadanía. Planteado este criterio, el 
Municipio B valoró las experiencias de su in-
terés y transmitió la información completa y 
actualizada sobre los seis casos selecciona-
dos. De esta manera, el universo quedó con-
formado por el Grupo de Cultura y Convivencia 
Barrio Sur más la Comisión Administradora de 
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productos parciales, que dio lugar a versiones 
preliminares y al informe final.

Una vez alcanzados los acuerdos iniciales, se 
recibieron los documentos referidos a cada 
caso de estudio. Se consideraron documen-
tos de diferente naturaleza: actas de reunio-
nes, informes cuatrimestrales, materiales de 
difusión, resoluciones de la Intendencia de 
Montevideo, registros de actividades, formu-
lario de proyecto estudiantil, propuesta de 
presupuesto participativo, leyes, entre otros. 
Los documentos de difusión pública se en-
cuentran referenciados al final de esta publi-
cación. A ese material se sumó el relevamiento 
realizado por el equipo de investigación.

Reunida toda la documentación disponible, se 
trabajó con dos instrumentos en simultáneo. 
Por un lado, una guía de lectura confecciona-
da con dimensiones extraídas de los aportes 
de Cardarelli y Rosenfeld (2005), a saber:

a. Componentes de las intervenciones parti-
cipativas (estructura básica de la gestión 
social participativa):

•	 Orientación conceptual predominan-
te: opciones teóricas e ideológicas que 
guían las intervenciones.

•	 Secuencia lógica de tratamiento de la 
realidad que se aborda: etapas previs-
tas en la planificación participativa.

•	 Estrategia operativa: rasgos del espacio 
de articulación entre actores directa e 
indirectamente involucrados.

b. Consideraciones sobre la evaluación de la 
participación (grados y niveles que tras-
cienden lo numérico y lo endógeno):

•	 Modalidad expresiva que se promueve: 
desde la sola opinión hasta la acción 
colectiva.

•	 Institucionalización de la participación: 
desde lo informal y lo efímero hasta la 
alta visibilidad pública y la capacidad de 
gestión.

•	 Amplitud y escala del impacto participa-
tivo: desde lo intragrupal hasta la pro-
yección social.

•	 Inclusividad de actores: desde la po-
blación objetivo estrictamente hasta la 
consideración de diversos actores de 
distinta naturaleza.

•	 Variedad de disciplinas presentes: des-
de profesionales directamente entendi-
dos en la temática hasta la combinatoria 
de diversos saberes y conocimientos.

•	 Definición de la población objetivo y tipo 
de interrelaciones: desde usuarios/be-
neficiarios hasta sujetos de derechos/
protagonistas.
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Por otro lado, se leyó el material documental 
desde los aportes de Bettoni et al. (2023), cuya 
propuesta refiere a una matriz para valorar la 
participación en la gestión pública. La opera-
cionalización de las diferentes fases se orga-
nizó en una planilla que registró información 
para cada uno de los siguientes aspectos:

a. Diseño (creación y planificación del 
mecanismo):

•	 Institucionalidad: marco legal y 
estructura.

•	 Integración: convocatoria, representati-
vidad e inclusión.

b. Implementación (puesta en funcionamiento 
y concreción del diseño):

•	 Funcionamiento: convocatoria, coor-
dinación, grado de participación en el 
espacio, información proporcionada, ca-
pacidad y proceso de toma de decisio-
nes, sistematización, relevancia de la 
agenda abordada.

•	 Transparencia: acceso a la información, 
difusión de resultados.

c. Resultados e impactos (cumplimiento de 
objetivos y alcance de los resultados):

•	 Resultados: en la política objeto de la 
participación.

•	 Impactos: en el organismo, en la socie-
dad civil, en la población.

Cabe decir que cada uno de los ítems antes 
listados se desagregó en niveles más especí-
ficos, que permitieron capturar el detalle de 
cada aspecto. Durante el análisis de la docu-
mentación se realizaron tres acciones en si-
multáneo. La primera fue la profundización y 
la redacción del marco teórico de referencia. 
La segunda consistió en ir identificando los 
vacíos al aplicar la guía de lectura y la matriz 
de evaluación. La tercera supuso el oportuno 
registro de necesidades de información, que 
deberían ser completadas mediante entrevis-
tas grupales e individuales. Ese registro cons-
tituyó el insumo que permitió, posteriormente, 
el diseño de las pautas de entrevistas.

Para la realización de las entrevistas individua-
les a los referentes de cada propuesta fueron 
contratadas dos licenciadas en Trabajo Social 
con amplio conocimiento del accionar tanto de 
la Intendencia de Montevideo como del tercer 
nivel de gobierno. Esos conocimientos per-
sonales facilitaron la tarea y resultaron en un 
mayor rendimiento al momento de realizar las 
entrevistas, que fueron doce, correspondientes 
a dos entrevistas en profundidad a figuras re-
levantes de cada propuesta. A esto se suma-
ron cinco entrevistas grupales, a cargo del 
equipo de investigación. Si bien el universo 
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de estudio abarcó seis propuestas, en una de 
ellas (la Comisión Administradora de la Plaza 
de Deportes n.o 1) no fue posible concretar la 
instancia grupal, por los motivos que se deta-
llan en el apartado correspondiente.

Más allá de los contenidos específicos de las 
entrevistas y el buen clima en que transcu-
rrieron, es importante señalar algunos efec-
tos adicionales. En la mayoría de los casos, 
se observó un comprometido esfuerzo por re-
construir las respectivas historias y propiciar 
el acceso a la información de los noveles par-
ticipantes, identificar sus rasgos identitarios, 
enfatizar sus principales metas y visualizar 
dificultades. Se obtuvo la información busca-
da, por medio de las correspondientes guías 
de preguntas, y también se percibió la impor-
tancia que las entrevistas grupales tuvieron 
para los colectivos. El esfuerzo de construir 
un relato oral para responder a las preguntas 
les permitió dimensionar su propio trabajo. 
Estos encuentros comunicativos con actores 
externos tienen valor para pensarse y perci-
birse como colectivos, en su historicidad.

A medida que se fue produciendo el mate-
rial derivado de las entrevistas, se volvió 
sobre la guía de lectura y la matriz de evalua-
ción para completar los vacíos identificados. 
Seguidamente, se procesaron tanto la matriz 

como la guía, considerando los casos uno a 
uno, y en ese momento de la investigación se 
comenzó a articular el conjunto del material 
producido con el marco teórico. El resultado de 
tal procedimiento se consigna en esta publica-
ción en los respectivos capítulos y apartados.

Es necesario señalar que los modos de par-
ticipación identificados no fueron asumidos 
como excluyentes ni estáticos. Es decir, la ac-
ción colectiva supone procesos en los que se 
conjugan la lógica utilitaria y la lógica de iden-
tidad. Los episodios coyunturales determinan 
que las organizaciones, en sus trayectorias 
históricas, asuman la prevalencia de alguno 
de estos rasgos, aunque la demarcación no 
siempre es tan evidente ni estática. Para dar 
cuenta de los diferentes perfiles, esta investi-
gación enfatizó el estudio en el último año de 
actuación de los colectivos, es decir, 2023.

Por último, el equipo de investigación tuvo 
una sucesión de jornadas de trabajo para 
realizar una revisión global de los productos. 
Nuevamente, el marco teórico fue el vertebra-
dor que permitió trascender los casos, en sus 
peculiaridades, para poder construir análisis 
más abarcativos. Estas reflexiones y líneas de 
indagación se presentan como consideracio-
nes generales.
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Democracia y participación

derecho civil y político. Así fue consignada 
en la Carta Iberoamericana de Participación 
Ciudadana en la Gestión Pública, de 2009, 
donde se concibe la participación ciudadana 
como una acción de corresponsabilidad social 
que habilita a personas y colectivos a contri-
buir en el proceso de construcción de políticas 
públicas, en la gestión de los gobiernos.

Particularmente, la participación política se 
expresa como facultad para elegir gobernan-
tes (participación electoral) y como la posibi-
lidad de incidir en las acciones y decisiones 
de los gobernantes electos (participación 
ciudadana). Su expresión práctica adquiere 
diversas formas. Espinosa (2009) identifica 
dos grandes matrices: las que ponen énfasis 
en la autonomía, en lo alternativo respecto al 
ámbito estatal, y las que refieren a acciones 
estratégicas que los gobiernos aplican para 
lograr legitimidad democrática. No obstante, 
refuerza la idea de formatos no excluyentes. 
Es decir, aboga por concebir la participación 
como espacios de interacción, comunicación 
y diferenciación entre Estado y sociedad, pero 

Las concepciones de democracia en las so-
ciedades modernas, con múltiples intereses 
a representar, se articulan con distintas ma-
neras de integrar la participación. La sociedad 
civil organizada ocupa posiciones particula-
res según se trate, por ejemplo, de una de-
mocracia con orientación liberal-protectora o 
con dinámicas pluralistas-competitivas. Otro 
escenario se presenta en las democracias 
participativas, que priorizan las dimensio-
nes social y política, los debates colectivos, la 
búsqueda de acuerdos, la asociatividad, etcé-
tera (Rivero, 1997).

Una perspectiva histórica de la participación 
en América Latina, ligada a los diferentes mo-
delos de desarrollo que han imperado (Sunkel 
y Paz, 1993), evidencia un escenario variado. 
Así, se observan concepciones culturalistas, 
instrumentales, politizadas, de responsabili-
zación, todas las cuales atribuyen un sentido 
peculiar a la participación individual y social.

La participación es reconocida en diversos 
ámbitos y tratados internacionales como un 
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que, al mismo tiempo, los liga y construye 
legitimidad.

Así pensada, la participación ciudadana se 
vuelve un elemento sustantivo en la profundi-
zación de la democracia. Permite un gobierno 
de cercanía con perspectiva social más allá 
de los intereses del mercado y del Estado; fa-
cilita el conocimiento de la gestión desarro-
llada; aumenta la transparencia y el control 
social. Complementariamente, también sig-
nifica rendimientos para sujetos individuales 
o colectivos: aporta ideas que, eventualmen-
te, mejoran las propuestas; hace accesible 
información sustantiva; consolida derechos 
y obligaciones con los asuntos en los que se 
participa; da mayor legitimidad a las decisio-
nes y genera más adhesión; facilita el segui-
miento; contribuye a la formación política de 
las personas (Ziccardi, 2004).

Para que se produzca la participación ciuda-
dana, se requiere habilitar espacios adecua-
damente organizados, con sólido compromiso 
político y técnico. La calidad de esa interac-
ción gobierno-sociedad civil tiene que ver con 
el tipo de diseño y desarrollo de los procesos 
que amplían el rol ciudadano y efectivizan la 
capacidad de incidencia en las acciones públi-
cas (Sanhueza, 2004). La disposición de estos 
espacios es condición necesaria pero no su-
ficiente. No todas las personas disponen de 

la motivación y de los recursos que requiere 
sostener su presencia.

A veces, lo más que puede lograr la ciudadanía 
es aparecer en situaciones puntuales, en las 
que se tratan demandas urgentes. En parte, 
esto es así porque varios factores necesarios 
para la participación están desigualmente 
distribuidos. Solo a modo de ejemplo, puede 
señalarse el tiempo, que es un recurso muy li-
mitado y, por tanto, preferentemente puesto a 
disposición de aquellas actividades en las que 
se perciben rendimientos satisfactorios, se-
gún las prioridades personales. Otros factores 
desigualmente distribuidos son la capacidad 
de procesar datos, la movilidad, la habilidad 
para sostener debates políticos, etcétera. 
Estos factores no recaen siempre, ni con la 
misma intensidad, en las mismas personas 
o colectivos. Sin embargo, si no se les pres-
ta atención, pueden instalar escenarios con 
unas pocas participaciones muy activas, con 
tendencias corporativas o tendencias a fago-
citar otras presencias. Estas situaciones con-
llevan el riesgo de que los gobiernos trabajen 
con quienes tienen más capacidad de acción y 
consoliden interlocuciones reducidas.

Cabe sumar otros dilemas que podrían atra-
vesar a los gobernantes electos. Por un lado, 
el incentivo que tendrían para compartir un 
poder que concentran legítimamente, por 
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mandato de las urnas. Por otro lado, en caso 
de que acepten compartir poder, cómo hacer-
lo abiertamente y no sesgados hacia aque-
llas situaciones que pueden controlar o que 
son estratégicas a sus fines electorales (Font 
et al., 2000).

Cunill (1997) advierte sobre esta serie de ries-
gos o dilemas, implícitos en las formas de 
plantear la participación ciudadana. Al res-
pecto destaca que puede usarse como una 
práctica para legitimar decisiones previamen-
te tomadas, fabricar consensos que no son 
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tales o perpetuar desigualdades. En este sen-
tido, considera importante la identificación de 
los discursos que sustentan la participación 
ciudadana y las condiciones sociopolíticas en 
las que es promovida.

En consecuencia, además de las normas ha-
bilitantes, son necesarios otros soportes que 
equilibren las desigualdades de base, que 
neutralicen a actores dominantes, que res-
palden a las expresiones menos organizadas, 
subrepresentadas o divergentes. En última 
instancia, se precisan soportes que posibili-
ten el pleno ejercicio del derecho a participar, 
de todas las personas. De lo contrario, se co-
rre el riesgo de caer en un manejo utilitario, 
funcional, de la participación ciudadana.

Aun con todas estas advertencias, las expe-
riencias participativas en sociedades demo-
cráticas muestran debilidades en algunos 
aspectos. En el conjunto de las investigaciones 
sobre participación no se reportan espacios 
ni mecanismos que reúnan una representa-
tividad incuestionable, con integrantes bien 
informados, cuantitativamente significati-
vos, con capacidades políticas expandidas y 
contribuciones sustantivas de impacto en la 
toma de decisiones. La conformación de las 
democracias actuales denota avances en las 
cuestiones de participación ciudadana, pero 
no escapa a la presencia de restricciones 

involuntarias o expresamente aplicadas, que 
ponen límites a la participación.

A su vez, la generalidad de las producciones 
sobre participación ciudadana reconoce mo-
dalidades concretas. Las más citadas son la 
modalidad informativa, caracterizada por una 
institucionalidad que hace llegar al público in-
formación sobre un determinado tema. Esto 
puede ocurrir de forma unidireccional, es de-
cir, sin habilitar interacción ni tener otras pre-
ocupaciones que la trasmisión de contenidos, 
o puede ser una instancia con énfasis en ase-
gurar la comprensión de lo informado y lograr 
la ampliación de las posibilidades de manejo 
del asunto por parte de la ciudadanía.

La segunda modalidad más citada es la con-
sultiva, que pone énfasis en la opinión sobre un 
producto elaborado en la interna de la institu-
ción. Supone, por definición, la presencia más 
activa de las personas convocadas. En esta 
modalidad interesan las opiniones y sugeren-
cias sobre el tema tratado, por lo que requiere 
asegurar mecanismos para que esas expre-
siones puedan emitirse y recabarse. Es una 
modalidad en la que no solo importa informar, 
sino también prestar atención a las inquietu-
des y a los posicionamientos de las personas. 
Hay cierto compromiso de tomar esas retroa-
limentaciones e informar sobre el resultado fi-
nal que se logra a partir de la consulta.
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La tercera modalidad es de tipo resolutivo. 
Posibilita que las personas que participan ten-
gan incidencia sobre el tema que se aborda. La 

bibliografía consultada presenta de diversas 
formas los niveles resolutivos. Algunas pro-
ducciones distinguen entre el involucramiento 
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(presencia directa en los procesos decisorios) 
y la colaboración (trasmisión de recomenda-
ciones desde la perspectiva ciudadana). El 
involucramiento y la colaboración dan oportu-
nidades de influir, establecer acuerdos, apor-
tar ideas nuevas, para que las aspiraciones de 
la ciudadanía sean consideradas al momento 
de tomar las decisiones. En general, estos 
ámbitos suponen un rol de ejecución o ges-
tión por parte de las personas que participan 
y es esperable que tal experiencia coopere en 
la afirmación de la identidad de la organiza-
ción a la que representan.

En algunos casos asociada a la modalidad 
anterior y en otros como modalidad en sí 
misma, se menciona la deliberación. Aquí no 
se enfatiza tanto en el producto, sino que lo 
más importante es el proceso reflexivo que 
se construye o posibilita en conjunto con 
la población. Esta forma de interacción re-
quiere tiempos más prolongados, informa-
ción presentada en formatos propicios para 
la comprensión por parte de las personas, 
acompañamiento y dinámicas que faciliten 
la reflexión crítica sobre los materiales. Se 
busca debatir el asunto en profundidad, me-
diante diálogos que respeten la escucha, las 
opiniones diferentes, la posibilidad de generar 

aprendizajes y consensos. A los efectos de la 
participación ciudadana, implica la transfe-
rencia de prácticas que robustecen la cultu-
ra democratizadora. Además de los insumos 
para las decisiones que la institución debe 
tomar, se da importancia a la construcción de 
sujetos políticos.

La última modalidad, menos documentada 
como práctica efectivamente ejercitada, es 
la democracia directa, que atribuye total ca-
pacidad a la ciudadanía para participar en 
las decisiones. La participación no es com-
plementaria sino plena en todo momento del 
proceso.

En suma, la participación ciudadana supone 
acciones organizadas que transcurren, simul-
táneamente, en la órbita social y en el ámbito 
estatal. Esto produce un espacio de intersec-
ción donde los planos se solapan. Idealmente, 
debería ser una articulación complementaria 
y virtuosa, pero la propia dinámica de interac-
ción, la carga de interés sobre las temáticas y 
las desigualdades de posición, la convierten en 
un espacio pleno de potencialidades y riesgos. 
Se pone en juego la construcción de los asun-
tos públicos y se disputan los bordes de las 
autonomías recíprocas (institucional-social).
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Marco institucional de la participación 
ciudadana en Montevideo

proyecto construido en común y asumido 
como responsabilidad colectiva. (Mazzoti y 
Gorriti, 2013, p. 2)

El proceso descentralizador implicó dividir 
el departamento en dieciocho zonas, donde 
se instalaron los centros comunales zonales 
(CCZ) como unidades político-administrati-
vas desconcentradas. Dentro de cada CCZ se 
crearon organismos de participación (con-
cejos vecinales) y representación política 
(juntas locales). Las juntas locales estuvie-
ron compuestas por cinco miembros desig-
nados por el intendente según la proporción 
de los partidos en la Junta Departamental de 
Montevideo. Por su parte, los concejos veci-
nales son electos cada tres años por los ve-
cinos y las vecinas del lugar. En esa elección 
pueden presentarse candidatos y candidatas 
que representen a las organizaciones sociales 
locales o individuos con diez firmas de respal-
do (Veneziano, 2008).

Veneziano (2008) destaca la innovación sur-
gida a partir de 2006: los presupuestos 

La ciudad de Montevideo inició su gobierno 
descentralizado en 1990, cuando el Frente 
Amplio asumió por primera vez la administra-
ción del gobierno departamental. Este hecho 
instaló en el discurso, y en la práctica, la ne-
cesidad de descentralizar el poder, creando 
mayores espacios para la participación ciuda-
dana (Freigedo et al., 2017). De acuerdo con un 
documento de la Intendencia de Montevideo 
(Mazzoti y Gorriti, 2013), el proceso de descen-
tralización tiene a la participación ciudadana 
como elemento central e inseparable. Se la 
concibe como un componente ineludible para 
dar contenido democrático a la descentrali-
zación y es el camino para instrumentarla. 
Agrega el mismo documento que

Las transformaciones que se impulsan en 
las instituciones y en la sociedad requie-
ren de la participación activa y responsa-
ble de múltiples actores tanto públicos 
como privados, de organizaciones sociales 
y de ciudadanos, que, con diferente grado 
de articulación mutua, llegan a compartir 
en su accionar cotidiano la identidad de un 
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participativos, en cuyo marco vecinos y vecinas 
pueden presentar proyectos que incrementan 
la participación. La Intendencia de Montevideo 
(Mazotti y Gorriti, 2013) los considera parte 
de las herramientas de participación genera-
das en el ámbito municipal. Permiten que la 

población contribuya a definir parte de los re-
cursos públicos, promueven ciudadanías acti-
vas e incentivan un uso más democrático de 
los recursos municipales y gestiones más efi-
caces en el departamento, en función de las 
reales necesidades de sus habitantes.



29

Otro hito relevante en lo que refiere a la des-
centralización se produjo en 2009, cuando, en 
el ámbito nacional, se aprobó la Ley n.o 18.567, 
de Descentralización Política y Participación 
Ciudadana, que, entre otros aspectos, incluyó 
la creación del tercer nivel de gobierno en te-
rritorios demarcados como municipios y con 
autoridades electas por voto de la ciudadanía. 
Las autoridades municipales forman concejos 
municipales integrados por el alcalde o la al-
caldesa y cuatro concejales, configurando un 
gobierno colectivo (Freigedo et al., 2017).

Montevideo reguló la nueva figura guberna-
mental con los decretos n.o 33.209 y n.o 33.227 
de la Junta Departamental de Montevideo. 
Esta regulación supuso la generación de ocho 
municipios, con la proyección de constituirse 
en gobiernos de cercanía para desarrollar una 
gestión con participación de la ciudadanía. 
Para ello, se adoptaron nuevas herramientas 
(por ejemplo, planes municipales de desarro-
llo, cabildos anuales, rendición de cuentas) y 
se continuaron dinámicas ya existentes (por 
ejemplo, concejos vecinales y presupuestos 
participativos, etc.).

Freigedo et al. (2017) observan que —más allá 
de su relevancia—la autonomía de los munici-
pios es escasa, en tanto el marco institucional 
creado no otorga capacidad de decisión so-
bre dos aspectos que los autores consideran 

primordiales en un proceso descentralizador. 
En primer lugar, mencionan las funciones en 
materia de bienes y servicios. En este sentido, 
la norma prevé funciones en el mantenimien-
to de la vía pública, salud, higiene y medioam-
biente. Fuera de esto, son las autoridades del 
segundo nivel las que determinan qué y cómo 
se deben ejecutar los bienes y servicios en el 
territorio, limitando la capacidad de acción de 
las autoridades locales. En segundo lugar, no 
existe descentralización fiscal, ya que los mu-
nicipios no obtienen ingresos genuinos por el 
cobro de impuestos y tasas, y son totalmen-
te dependientes de las transferencias de los 
otros niveles de gobierno. Las fuentes de fi-
nanciamiento son aquellas designadas por 
el gobierno departamental correspondiente, 
las otorgadas por el Poder Ejecutivo a través 
del Fondo de Incentivo a la Gestión Municipal 
(FIGM) y las que puedan obtenerse a partir de 
organismos internacionales.

González (2019) destaca que desde la propia 
génesis de los municipios estos incorporaron 
el mandato de la participación ciudadana. De 
acuerdo al autor, este principio involucra una 
potente fuerza normativa, que también es in-
cierta. Identifica el riesgo de

… la utilización discrecional del discurso 
participativo ―un discurso actualmen-
te inscripto en el selecto glosario de lo 
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políticamente correcto― sea utilizado como 
pretexto legitimante de decisiones guberna-
mentales, incluso en casos donde no existe 
en absoluto la disposición por parte de las 
autoridades locales para que la ciudadanía 
incida ―siquiera mínimamente― en el pro-
ceso de gobierno. Como contracara de esa 
hiperinflación conceptual aparece el riesgo 
de la absoluta deflación del principio. Esto 
es, que el gobierno municipal se desentien-
da completamente del mandato participati-
vo. (González, 2019, p. 4)

El autor destaca que la ley obliga a los go-
biernos municipales a promover ciertos dis-
positivos participativos. En audiencia pública, 
deben presentar anualmente a quienes habi-
tan el municipio un informe sobre la gestión 
desarrollada, a partir de los compromisos 
asumidos, e informar sobre futuros planes. 

Asimismo, también de manera pública, deben 
presentar planes municipales de desarrollo. 
Más allá de esto, pueden crear otros ámbitos 
de participación ciudadana, no especificados 
en la ley. Se los encomienda a instrumentar 
la participación activa de la sociedad, crean-
do los ámbitos para que la población participe 
en la información, la consulta, la iniciativa y el 
control (González, 2019).

En suma, y como puede observarse, la par-
ticipación ciudadana vinculada a la descen-
tralización departamental tiene una larga 
trayectoria. En la segunda etapa, la compare-
cencia ciudadana continuó como una dimen-
sión primordial. Se mantuvieron canales de 
participación institucional, así como se abrie-
ron nuevos espacios para la acción colectiva.



Propuestas promovidas  
por el segundo nivel de gobierno
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Grupo de Cultura y Convivencia Barrio Sur

vecinas, que promovieron la reapertura de la 
Casa. Esta pasó a constituirse como el lugar 
para hacer las asambleas de cooperativistas 
de la zona y de vecinos y vecinas, para realizar 
los festejos del Día del Niño y de la Niña, del 
Día del Patrimonio y de los juegos en vacacio-
nes, y para permitir el funcionamiento de un 
merendero y una olla popular. En ese proceso 
surgió Vecinos Unidos, un colectivo de coope-
rativistas que se sumó a otras organizaciones 
ya existentes, como Cuareim 1080, el Galpón 
del Barrio Sur y la Escuela de Tango, así como 
también a vecinos y vecinas sin inscripción 
institucional. Como resultado de este proceso 
surgió el Grupo de Cultura y Convivencia Barrio 
Sur. La presencia del programa Esquinas de 
la Cultura de la Intendencia de Montevideo, 
particularmente a partir de 2023, produjo un 
efecto aglutinador del colectivo vecinal, con 
mayor organización de la que se había expe-
rimentado hasta ese momento. En este sen-
tido, el vínculo con el Municipio B, a través 
de su personal técnico de referencia, y con 
el Programa Esquinas parece aportar cierto 

Todas las personas consultadas identifican 
una larga historia de trabajo colectivo honora-
rio y voluntario de los vecinos y las vecinas en 
el Barrio Sur. La narración histórica vuelve por 
lo menos 25 años atrás y reconoce en la Casa 
del Vecino al Sur un espacio de nucleamiento 
fundamental. Inicialmente era una propiedad 
de la Intendencia de Montevideo, que des-
pués pasó a ser gestionada por la Federación 
Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por 
Ayuda Mutua (FUCVAM). Funcionó como espa-
cio de la FUCVAM por un par de años y luego 
cerró. En las dos últimas décadas, se fueron 
produciendo ciertas variantes en la cotidiani-
dad del barrio que, según los relatos, pueden 
resumirse en la pérdida de la vereda para to-
mar mate, hacer un asado, jugar o tocar los 
tambores. Los relatos refieren a un proceso 
que califican de degradación social y en el 
que identifican trayectorias biográficas de ni-
ños y niñas del barrio que devinieron asocia-
das a múltiples ilegalidades y precariedades. 
Percibidas en clave de preocupación, estas 
transformaciones movilizaron a vecinos y 
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marco institucional al colectivo vecinal y, a su 
vez, permite al Municipio conocer las necesi-
dades barriales para que puedan ser canali-
zadas hacia los espacios de toma de decisión.

El nombre del Grupo devino de lo que los y 
las referentes vecinales relatan como identi-
tario y movilizador: la cultura del barrio, en-
tendida como una herramienta para pensar la 
convivencia. Pero este colectivo no se concibe 
como una mesa clásica de convivencia, como 
las convocadas por el Ministerio del Interior 
hace no demasiado tiempo atrás. Aunque 
reconocen tener que afrontar problemas de 
inseguridad, el vínculo con el Ministerio del 
Interior no es lo que priorizan.

Si bien el Grupo no posee un documento en el 
que expresamente se definan sus objetivos y 
modalidad organizativa, cuenta con una diná-
mica de funcionamiento acordada entre los y 
las participantes. Desde fines de 2023 las re-
uniones son convocadas por WhatsApp y se 
realizan cada 15 días, en la Casa del Vecino 
al Sur. Tienden a encontrarse después de las 
17:00 horas, por la disponibilidad de quienes 
asisten a las reuniones. La participación es 
abierta y voluntaria. Suelen ser 8 personas, 
la mayoría mujeres. También hay en el Grupo 
personas que no van siempre a las reuniones 
de los jueves, pero participan en actividades 
puntuales.

Las decisiones se toman en cada instancia, 
con base en acuerdos que en algunos casos 
demandan largas conversaciones. Sin em-
bargo, se reconoce que esta dinámica ha po-
sibilitado trazar los temas y los objetivos del 
Grupo, y definir los modos de participación de 
los colectivos y las personas en particular.

Al mismo tiempo que se pondera la reunión 
presencial, se menciona WhatsApp como 
un espacio de participación cotidiano don-
de también se opina, se discute y se toman 
decisiones. A partir de la afirmación de que 
«también pasan cosas ahí», este ámbito de 
participación vecinal resulta valorado en tan-
to posibilita mantener cerca a vecinos y veci-
nas que no cuentan, sobre todo por razones 
de trabajo, con disponibilidad para la asisten-
cia presencial.

El personal técnico del Municipio B, que no es 
un recurso exclusivo del Grupo, cumple una 
función articuladora y coordinadora del colec-
tivo, registra las reuniones y luego envía una 
síntesis por WhatsApp. En caso de tener que 
coordinar con alguna otra institución u organi-
zación, se apela al uso del correo electrónico, 
en el entendido de que se trata de una moda-
lidad más formal de comunicación.

Los y las participantes enfatizan la relevan-
cia de estar en el barrio para saber cómo se 
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vive y cuáles son las necesidades de sus resi-
dentes, pero sostienen la necesidad de poder 
construir un espacio de trabajo que realmente 
conduzca al diálogo entre los y las residentes 
y las instituciones, de manera tal que estas no 
lleguen a informar cómo se producen ciertos 
fenómenos en la vida social y cómo se debe 
actuar y aquellos consideren que solo ellos 
pueden dar cuenta de ciertas circunstancias 
porque las experimentan o experimentaron. 

En este sentido, valoran el trabajo de las refe-
rentes municipales y del Programa Esquinas, 
en la medida que se trata de técnicas que 
concurren al barrio adaptándose al horario de 
reunión y al funcionamiento del grupo vecinal, 
algo que, afirman, no sucede en todos los ba-
rrios. De esta manera, señalan críticamente 
que en algunos casos se produce lo que califi-
can como un absurdo: que la persona rentada 
imponga las condiciones de funcionamiento 
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a quienes operan de manera voluntaria y ho-
noraria. En igual dirección, se problematizan 
los horarios que a veces se dispone desde la 
Intendencia de Montevideo para reunirse, en 
la medida que parecen desconocer las exigen-
cias de sus ocupaciones diarias. No obstante, 
con respecto al Municipio B se menciona un 
vínculo al que califican de directo, en la me-
dida que la referente municipal aporta tanto 

propuestas como posibles soluciones a los 
problemas que se plantean. En este senti-
do, la participación técnica parece asumir la 
gestión de las demandas vecinales y, de esta 
manera, contribuye a la concreción de las ac-
ciones que se define realizar. Su intervención 
es, además, garantía de que los temas lle-
guen a donde deben llegar para su definición. 
También se valoran las iniciativas municipales 
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que suponen la asunción de posicionamiento 
político. La definición de un municipio antirra-
cista se coloca como ejemplo de ello.

Sin embargo, el vínculo se describe tan di-
recto como escaso de recursos. Si bien el 
Municipio B y el Programa Esquina ponen a 
disposición recursos audiovisuales, resuelven 
material gráfico para la difusión de activida-
des y, eventualmente, en alguna propuesta 
de cogestión —como el Paseo Sur-Palermo— 
se dispone de recursos monetarios, se valora 
que resulta más sencillo disponer de recursos 
técnicos que contar con materialidad que re-
suelva problemas concretos de los residentes 
en el barrio. Por ello, se evalúa positivamente 
la implementación de talleres, pero apena su 
realización en lugares deteriorados y en mal 
estado. Aquí, se afirma, «no hay posibilidad 
de felicidad». Los Servicios de Orientación, 
Consulta y Articulación (SOCAT) se señalan 
como ejemplo de dispositivos con dependen-
cia ministerial que, puestos en territorio, reci-
bían múltiples demandas a las que no podían 
responder más que con la escucha o la deriva-
ción. Por otra parte, se señala que el Grupo no 
cuenta con recursos propios y que, por el mo-
mento, tampoco se han realizado actividades 
para recaudar fondos.

Si bien el Grupo se reconoce con una impronta 
cultural, el primer tema al que se abocó fue 

el de la convivencia. Luego se sumó el interés 
por los cuidados y niños, niñas y adolescen-
tes. A su vez, los y las residentes en el barrio 
refieren a múltiples temas que componen la 
agenda de interés: limpieza, alumbrado, uso 
del espacio público, instalación de nuevos ser-
vicios, llegada de nuevas familias a partir de 
realojos o radicación de nuevas cooperativas 
de vivienda y mediación comunitaria, entre 
otros. El Grupo ha desarrollado diferentes es-
trategias para intentar atender ese temario. 
En este sentido, ha procurado sostener inter-
cambios formales y periódicos con diferentes 
entidades municipales (Tierras y Viviendas, 
Secretaría de Diversidad Sexual) y de otros 
organismos (Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay [INAU]), con el fin de involucrarlos 
en la búsqueda de respuestas a las demandas 
vecinales.

Al mismo tiempo, se han establecido articula-
ciones barriales con instituciones del entorno, 
como el centro juvenil, la policlínica y la es-
cuela. En algunas ocasiones, la hora de reu-
nión del Grupo suele afectar la participación 
de referentes de otras instituciones públicas, 
como la policlínica o la Casa Joven, que ante 
situaciones puntuales han asistido al espacio.

También se han acompañado algunas activi-
dades temáticas mensuales correspondien-
tes a la planificación municipal (memoria en 
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mayo, afro y comparsas en julio y diversidad 
en setiembre). A su vez, se formuló una pro-
puesta para presentar al presupuesto par-
ticipativo, que, si bien no resultó aprobada, 
involucró un proceso de trabajo que fortaleció 
al colectivo.

Entre los temas en agenda, emerge la inquie-
tud por que efectivamente la Peatonal del 
Candombe resulte una realidad, una demanda 

que desde hace mucho tiempo circula en las 
conversaciones de viejos y nuevos residentes 
del barrio. Desde la perspectiva de quienes 
integran el Grupo, su concreción demanda la 
responsabilidad del segundo y tercer nivel de 
gobierno —la Intendencia de Montevideo y el 
Municipio B—, pero, también, de los vecinos y 
las vecinas, de la comunidad y del Estado en 
su conjunto.
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Si bien quienes fueron consultados y consul-
tadas valoran estar atravesando múltiples 
problemas de convivencia en el barrio para 
los cuales no surgen soluciones y esto mu-
chas veces los conduce a sentir que van a 
«bajar los brazos», siempre emerge algo que 
los lleva nuevamente hacia el espacio colecti-
vo y el trabajo conjunto por el barrio. En este 
sentido, rescatan el interés de cada persona 
que se acerca, de manera presencial o por 
WhatsApp, se preocupa y trabaja para que el 
barrio se siga desarrollando, pero también va-
loran el hecho de actuar en equipo. Aquí radi-
ca, desde su perspectiva, el fuerte potencial 
comunitario, que se contrapone, de manera 
controversial, con las ausencias del Estado, 
carente de disposición en algunos momentos 
para abordar los temas de infancia o el embe-
llecimiento de los espacios públicos. Por ello, 
afirman, es necesario organizarse y participar 
para «no perder espacios». 

Este posicionamiento no les impide identifi-
car que, a pesar de la enorme fuerza y energía 
que el colectivo posee, también ha transitado 
conflictos internos que lo ha detenido en al-
gunos momentos. Incluso, señalan, algunos 
vecinos y vecinas concurren a la reunión del 
Grupo solo si el temario es de su interés, de 
lo contrario se ausentan hasta que un nuevo 
tema los convoque.

Una de las vecinas entrevistadas califica al 
barrio como «muy tradicional» y marcado por 
una impronta comunitaria que se asienta en 
la historia de los conventillos, las casas de in-
quilinato y las pensiones, a las que luego, más 
recientemente, se sumaron las cooperativas 
de vivienda, que se incorporaron a la vida co-
lectiva del barrio, a diferencia de los y las re-
sidentes de los «edificios rojos» que siempre 
se han mantenido a distancia. La comunidad 
se expresa, según la entrevistada, en el he-
cho de que siempre hay un vecino para «dar 
una mano» o una familia que está dispuesta 
a ayudar ante las necesidades que puedan 
presentarse. Un vecino ha dejado de trabajar 
para trasladar a otro que resultó baleado o 
está muriendo. Otro conduce a un joven con 
sobredosis a un centro asistencial. Una veci-
na ayuda con deberes vigilados una vez por 
semana antes de empezar a trabajar. Otra, 
recién llegada al barrio, se ofrece para dar cla-
ses de inglés los sábados. Estas son las cos-
tumbres barriales que se quiere multiplicar y 
cuya génesis se identifica en la crianza en los 
conventillos, que luego se fueron transmitien-
do de familia en familia. Se afirma que algu-
nos vecinos han estado siempre, toda la vida, 
en el barrio. Otros se han ido, pero vuelven 
cuando pueden.
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Sin embargo, también el barrio ha sido objeto 
histórico de estigmatización y discriminación. 
Los relatos al respecto, se suceden unos a 
otros. Alguien recuerda que las amigas de su 
escuela, no venían a su cumpleaños porque 
era en un barrio calificado de peligroso. Otro 
relata la dificultad para que un taxi llegara 
hasta una zona que por momentos sufrió el 
mote de zona roja.

Quienes reconocen haber estado desde «el 
día uno» en el barrio, expresan sentirse «ro-
bados y castigados». Afirman que todo parece 
haber devenido en botín, sobre todo la cultu-
ra, como resultado, entre otros aspectos, de 
crecientes procesos de mercantilización y 
prácticas que bien podrían calificarse de ex-
tractivistas. Ejemplo de esto son los días de 
Llamadas, cuando vecinas y vecinos se en-
cuentran mirándolas detrás de las ventanas 
porque no pueden pagar una silla en el espec-
táculo. Es más, las Llamadas pasan «de es-
paldas» al barrio y al que reconocen como su 
mayor emblema: el conventillo Medio Mundo. 
Manifiestan ser muy celosos y celosas del ba-
rrio, por eso se agarran «con uñas y dientes» 
a lo que consideran les pertenece de pleno 
derecho. Para algunos «el barrio de toda la 
vida» se ha vuelto excesivamente caro para 
vivir. Los alquileres han subido de precio y la 

posibilidad de la expulsión hacia otras zonas 
está en el aire.

El Grupo ha intercambiado acerca de lo que 
se entiende por participar o, por lo pron-
to, sobre ideas asociadas a la participación. 
Entre ellas, se señala la empatía con el otro 
o la consideración de que las discrepancias 
no deben tomarse como un asunto personal. 
Se valora muy positivamente el trabajo del 
Grupo en esta etapa, pero también se con-
voca a cierto realismo, que no pierda de vis-
ta que se trata de ir paso a paso y con una 
proyección de largo plazo. En este sentido, al-
gunas de las acciones que se promueven se 
perciben con efecto multiplicador. Es el caso 
de las iniciativas que se han desplegado en 
torno al cuidado comunitario de niños, niñas 
y adolescentes. Pero otras son calificadas de 
fracaso, como lo sucedido con el teatro para 
adultos, que no logró convocar a los y las re-
sidentes del barrio. Se tiene la certeza de que 
es la concreción de las acciones propuestas la 
que une al grupo, más allá de que este no se 
autopercibe exento de discusiones y diferen-
cias. En este sentido, la cuestión racial parece 
emerger con nitidez. «Afros y blancos» y, so-
bre todo, «mujeres afro y blancas», cuando de 
bailar el candombe se trata, parece disparar, 
aún hoy, estigmas cruzados.
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Nacer o crecer en el barrio parece ser un pun-
to de tensión que se explicita en el intercam-
bio del Grupo y divide aguas. Cuánto y de qué 
modo esta tensión impacta en los supuestos 
y dinámicas de participación barrial y en la 
relación con el Municipio es una cuestión a 

continuar explorando, pero desde ya evidencia 
que la particular carga histórica y cultural que 
se anida en el Barrio Sur supone un compo-
nente imprescindible a considerar cuando se 
piensa en clave de participación ciudadana.
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Comisión Administradora  
de la Plaza de Deportes n.o 1

gestión a una comisión especial, tal como lo 
prevé la normativa. Esto supuso tomar el pro-
ceso de descentralización del gobierno nacio-
nal, por el cual la plaza había sido transferida 
al gobierno departamental, y transformar la 
gestión, es decir, no solo disponibilizar recur-
sos institucionales, sino también incorporar la 
representación social.

El representante de la Comisión Vecinal que 
fue entrevistado expresó que el trabajo co-
lectivo ha logrado convertir al espacio en 
una referencia que trasciende lo edilicio y el 
equipamiento. Siente que hay un componen-
te simbólico y de participación, que traduce el 
barrio que vecinos y vecinas quieren tener.

Ese horizonte se plasmó en una resolu-
ción del gobierno departamental que creó la 
Comisión Administradora de la Plaza n.o 1. En 
esa figura se integró la participación social 
para aportar al cumplimiento de tareas de 
administrar, gestionar, elaborar reglamento 
de funcionamiento, planificar el presupues-
to, buscar fuentes de financiación, ordenar y 

En el marco del estudio realizado, se acce-
dió a volantes que afirman que la Plaza de 
Deportes n.o 1 ha funcionado como espacio 
público en forma ininterrumpida desde 1934. 
Hace algunos años, para este lugar, se había 
diseñado un proyecto que, según un entre-
vistado, no combinaba con el barrio. Algunas 
personas del barrio organizaron la recolección 
de la opinión vecinal por medio de diferentes 
instrumentos y, según su relato, estos insu-
mos fueron presentados y conversados con la 
División Espacios Públicos de la Intendencia 
de Montevideo. El entrevistado valora que, 
con esa medida, lograron tener incidencia en 
la concepción de un espacio público adecuado 
al barrio.

Por otra parte, en 2017, el gobierno municipal 
entendió que la Plaza de Deportes n.o 1 debía 
ser acondicionada para actividades deporti-
vas, sociales y culturales. Además, reconoció 
la movilización de los vecinos y vecinas que se 
manifestaron propicios a colaborar en la ges-
tión del espacio. El resultado fue la asignación 
de cometidos específicos de administración y 
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rendir gastos; celebrar los contratos necesa-
rios con terceros y supervisar su desempeño; 
coordinar con otras organizaciones; sugerir 
la instalación de comisiones asesoras. Estas 
atribuciones, al menos en el plano formal, co-
locan a la representación social en una exi-
gencia de capacidades similar a la del resto 
de los integrantes (representantes de los 
gobiernos departamental y municipal, y del 
Concejo Vecinal).

De las entrevistas surge que no todas las ta-
reas antes descritas se materializaron. Por 
ejemplo, se expresó que la Comisión no cuen-
ta con partida presupuestal propia ni maneja 
ningún dinero. No obstante, cuenta con apo-
yos en recursos materiales y humanos (man-
tenimiento del espacio verde y del alumbrado, 
suministro de electricidad y agua corriente, 
apoyo del Área Social del Municipio B, activi-
dades y talleres).

La Comisión Administradora de la Plaza n.o 1 
se constituye como un actor reconocido en el 
territorio. Despliega una serie de actividades 
integradas a la dinámica barrial y con recono-
cimiento. En una reunión de Imagina Ciudad 
Vieja se señaló a la plaza como ejemplo de 
convivencia y de lo que funciona bien, sin 
desconocer los ruidos molestos que genera. 
Además, la Comisión Administradora es con-
vocada a espacios interinstitucionales (por 

ejemplo, Diagonal: Foro Barrial y Festival de 
Bienes Comunes).

La Comisión Administradora, como un todo, 
tiene enlace directo con dependencias del 
gobierno departamental. Cuenta con una es-
tructura y reglas de funcionamiento prede-
terminadas. El apoyo técnico se orienta al 
funcionamiento de la Comisión, tal como fue 
concebido en la resolución que la constituyó: 
colabora en el desarrollo de las reuniones, 
mantiene la elaboración sistemática de actas, 
facilita las coordinaciones interinstituciona-
les, apoya en la generación de contenidos. La 
puesta en ejercicio de esos parámetros, even-
tualmente, podría transferir aprendizajes al 
representante social, en términos de organi-
zación y gestión.

En este sentido, se planificó una entrevista 
grupal con el colectivo de vecinos y vecinas re-
presentados, para indagar sobre la capacita-
ción recibida o necesitada para desarrollar las 
tareas de administración y gestión que supone 
la integración de la Comisión Administradora. 
También interesaba saber cuestiones como 
los mecanismos utilizados por el representan-
te para tener diálogo fructífero con el colec-
tivo representado, cómo toma las decisiones 
sobre temas trascendentes, la capacidad de 
incidencia que se tiene como organización so-
cial y la contribución que esta participación 
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ha significado en términos de construcción 
de confianza y relaciones de colaboración. Por 
otra parte, interesaba indagar respecto a si se 
cumple lo previsto en la resolución fundante 

de la Comisión Administradora en cuanto a 
apoyo para elegir al representante en asam-
blea abierta. Estos intercambios no pudieron 
concretarse porque no fue posible organizar 
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la entrevista grupal con la Comisión Vecinal. 
Se utilizaron diversos medios de comunica-
ción (teléfono, correo electrónico, mediación 
de la referente del Municipio B), pero ninguno 
dio resultado.

Como se dijo, la Comisión no está pudiendo 
sostener el funcionamiento según lo previsto 
en la resolución que la creó. En las entrevistas 
se reconocen problemas para mantener las 
reuniones con frecuencia sistemática. Otro 
aspecto a destacar tiene que ver con las vías 
de comunicación instantáneas, que, a veces, 
sustituyen o inciden negativamente en la pre-
sencialidad. Por otro lado, el uso de esos me-
dios parece borrar la inscripción institucional 
de cada integrante, pues quedan presentados 
desde sus dispositivos personales. Además, 
este tipo de comunicación puede dar lugar a 
interpretaciones desajustadas y, como suce-
dió alguna vez, a conflictos fuera del espacio 
de reunión presencial formal. Finalmente, dis-
minuye la accesibilidad de la información cuyo 
seguimiento por parte de la ciudadanía podría 
ser posible. En compensación, manejan redes 
sociales y afiches que socializan la informa-
ción clave, para llegar a personas y colectivos 
en general.

Las reglas para la toma de decisiones están 
formalmente establecidas en la resolución 
(quórum mínimo, mayoría simple, doble voto 

de presidencia en caso de empate). No obs-
tante, de las entrevistas se desprende que la 
tónica es la de buscar consensos y la de deba-
tir todo aquello en lo que no haya coinciden-
cias. También hay que señalar que los y las 
referentes que integran la Comisión pueden 
resolver cuestiones operativas, no así asun-
tos de mayor envergadura.

La Comisión tiene una extensa experiencia 
de administración y gestión en sintonía con 
instituciones y organizaciones sociales del 
territorio. También han existido momentos 
de tensión. Algunos menores, como las deci-
siones que la Secretaría de Deportes tomaba 
sobre la plaza antes de informar la situación a 
la Comisión. Otras tensiones fueron más tras-
cendentes y activaron la acción colectiva (en 
el ámbito social) para expresarse frente a las 
autoridades.

Una de las tensiones más trascendentes se 
encuentra en pleno proceso y aún sin dirimir. 
Refiere a la incorporación, a fines de 2020, 
de parte del espacio usado para activida-
des de la plaza a la Cartera de Tierras para 
Vivienda y la posterior cesión a una coopera-
tiva de vivienda. Eso se dio en momentos en 
que la Comisión discutía, en sus reuniones, 
dar nuevos usos a esa fracción de terreno. 
El representante social afirmó que la situa-
ción planteó un dilema entre la adhesión al 
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cooperativismo de vivienda, la recepción de 
más población en el barrio y la pérdida de es-
pacio público. Su valoración es que el gobier-
no departamental, al decidir de esa manera, 

deslegitimó a la Comisión Administradora. 
Asegura que los integrantes designados por 
la Intendencia de Montevideo desconocían 
esa situación.
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Por su naturaleza, la Comisión tiene un fun-
cionamiento interno que, si bien es abierto, 
no suele incluir más que a las personas desig-
nadas. La participación de la representación 
social en el espacio está establecida nomina-
tivamente en el marco normativo.

La Comisión habitualmente recibe personas 
y grupos que hacen sus planteos puntuales y 
no necesariamente continúan la vinculación 
más allá de eso. De manera simultánea, tra-
baja con organizaciones de reconocida trayec-
toria en el barrio (centros educativos, museos, 
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sindicatos, comercios de cercanía, colectivos 
artísticos, etc.).

En términos generales, la representatividad y 
la inclusión de la participación de la sociedad 
civil están previstas en dos tipos de mecanis-
mos. Por un lado, a solicitud expresa de per-
sonas u organizaciones interesadas en hacer 
propuestas. Por otro lado, se realizan plena-
rios abiertos para dar lugar al involucramiento 

en las acciones y decisiones sobre ese bien 
común y con la expectativa de que se gene-
re mayor apropiación por las y los habitantes. 
Particularmente, la realización de la Fiesta de 
la Niñez es una actividad que congrega a más 
personas y organizaciones.

Como se dijo, el relacionamiento interno, más 
que aplicar las reglas de las mayorías, voto 
doble, etcétera, procura debatir los asuntos 
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hasta establecer consensos. De la lectura de 
las actas y de las entrevistas se desprende 
que hay una preocupación por centrarse en 

las preferencias del barrio. Esto se hace con-
siderando los distintos tramos etarios, apro-
vechando los recursos que llegan de diversas 
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instituciones y escuchando las propuestas en 
las reuniones plenarias.

En primera instancia, el trabajo de la Comisión 
Administradora se realiza pensando en la po-
blación objetivo. Esto no ha impedido que, 
cuando se han dado las oportunidades, el es-
pacio involucre a otros actores y amplíe el es-
pectro de las actividades propuestas.

La incorporación de la representación vecinal 
en la Comisión Administradora de la Plaza n.o 
1 podría encuadrarse dentro de la cogestión: 
convocar a actores institucionales y sociales 
que se involucren en el proceso y colaboren 
aportando las respectivas visiones como in-
sumo para la toma de decisiones. Su accionar 
presenta algunos aspectos que pueden ser 
profundizados en términos de participación 
ciudadana. No obstante, se destaca que está 
respaldada en una normativa que la legitima, 
asegura la participación vecinal, recibe al-
gunos recursos materiales y humanos, tiene 
objetivos delimitados y mantiene un trabajo 
sostenido.

En términos estrictos de participación so-
cial, por momentos, el espacio opera para 
informar o consultar a quienes lo integran, 
sin consecuencias vinculantes. Por otros mo-
mentos, adquiere rasgos de espacio de cola-
boración, con preocupación por identificar y 

actuar en sintonía con las preferencias de la 
comunidad. Simultáneamente, la Comisión 
Administradora, en tanto cogestora del espa-
cio, afirma que no ha sido tenida en cuenta en 
decisiones trascendentales, como la enajena-
ción de parte del predio.

Lo antedicho pone en cuestión y tensiona el 
desarrollo de la participación ciudadana, sus-
tantiva en la profundización de la democracia. 
Más que afirmar aspectos que fortalezcan al 
propio espacio e impacten en las capacida-
des de la organización vecinal que ocupa un 
lugar en la cogestión, se provocó un hito de 
inflexión. En ocasión de procesos de consul-
ta asociados a la revisión del Plan Especial de 
Ciudad Vieja, el colectivo vecinal compartió su 
interrogante sobre cómo se piensa la cons-
trucción de la ciudad y sopesó si era siguien-
do intereses de los desarrolladores privados o 
considerando espacios comunitarios con par-
ticipación de la gente. También se preguntó 
sobre cuál es el beneficio general de la ciudad 
cuando se prioriza ceder espacios públicos a 
privados. Vecinos y vecinas veían que, habien-
do otros predios vacíos, no era razonable que 
se quitara espacio a una plaza con una larga 
historia, recuperada por la acción vecinal y 
con gran importancia en el barrio.

También generó enojo el recordar que la en-
tonces intendenta había estado en el salón 
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con el colectivo vecinal y destacado la impor-
tancia de oír los planteos del barrio. Luego, 
consideran que, básicamente, lo que se hizo 
fue no escuchar y decidir con prescindencia 
de esa voz vecinal. Algún testimonio, inclusi-
ve, señaló que eso no era una contradicción 
sino el rasgo con el que opera la Intendencia. 
En este sentido, las apreciaciones que se re-
cogen son críticas. Se afirma que se mues-
tran proyectos fabulosos, con gente joven y 
bella, gente feliz andando en bicicleta, cafés y 
galerías de arte, pero nunca aparecen la gente 
común y los comercios de barrio. Como con-
secuencia, parecería que se está debilitando 

la concepción de lo participativo. El colectivo 
social siente que el ámbito concebido para la 
cogestión fue erosionado, al no haberse com-
partido con la Comisión Administradora y las 
personas en general la decisión que se estaba 
dirimiendo en ámbitos de mayor jerarquía. Así, 
el esfuerzo de la organización social por cola-
borar en la gestión podría ser evaluado como 
una pérdida de tiempo. El vínculo, inicialmen-
te participativo, viró hacia posiciones crecien-
temente confrontativas y, en este sentido, 
coloca en entredicho la dirección y el sentido 
que asumirán los procesos participativos.



Propuestas promovidas  
por el Municipio B
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Biblioteca Popular Morosoli

se observa una diferencia con las anteriores 
administraciones, entendidas como «metidas 
para adentro».

La Biblioteca fue creada en 1992 por un grupo 
de vecinas y vecinos del barrio Cordón, junto 
a la Comisión de Cultura del Concejo Vecinal 
n.o 2. La Intendencia presentó a los barrios 
la oportunidad de un apoyo para que las or-
ganizaciones sociales formularan proyectos 
y de ahí surgieron —en el mismo momento— 
la Biblioteca Popular Morosoli, el centro 
de atención a la infancia y la familia (CAIF) 
Despertares y la Policlínica para la Mujer. La 
Biblioteca funcionaba dentro de un espacio 
cedido en el CCZ 2, en la calle Haedo esqui-
na Defensa. Desde el año 2009 funcionó en un 
salón del edificio del Municipio B. El desarro-
llo de dispositivos conjuntos de atención (con 
participación vecinal) a la infancia, la salud y 
la cultura también es entendido por las perso-
nas entrevistadas como un elemento central 
en la historia de la Biblioteca y en la mirada 
que se tiene sobre ella.

El conjunto de personas entrevistadas y la 
documentación analizada destacan dos mo-
mentos relevantes en lo que hace a la historia 
y el presente de la Biblioteca Popular «Juan 
José Morosoli». Ambos momentos suponen 
la combinación de voluntades políticas y re-
cursos, pero también se valoran la participa-
ción y la organización vecinal. Una persona 
entrevistada habla de interacción dialéctica 
entre vecinos y vecinas y la Intendencia de 
Montevideo. Considera que los programas 
pueden estar bien formulados, pero precisan 
impulsos de «ambos lados».

El primer momento es el del surgimiento de 
la Biblioteca Morosoli. El cambio en la admi-
nistración del gobierno de la Intendencia de 
Montevideo, en 1990, es entendido como un 
hito, en el que, específicamente, se desta-
can el proyecto de descentralización y la pro-
moción de la participación ciudadana. Una 
persona entrevistada indica que sin esta 
perspectiva no hubiera sido posible la parti-
cipación vecinal en centros de salud, educa-
ción, jóvenes o tercera edad. De esta manera, 
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Asimismo, en las entrevistas se destaca la 
impronta dada por Gonzalo Carámbula, quien 
fuera director general del Departamento de 
Cultura, entendiendo que tuvo un particu-
lar interés en la promoción de bibliotecas 
populares, con los vecinos y vecinas como 
gestores culturales. Junto a la Morosoli, se 
desarrollan otras en Montevideo, con el ob-
jetivo de descentralizar y llegar a los barrios. 
De Carámbula también destacan la presencia 
y la proximidad con quienes gestionaban las 
bibliotecas populares. A modo de ejemplo, se 
indica que, sin duda, ese día habría estado 
en la entrevista grupal que estábamos man-
teniendo. Esa forma de gestión es concebida 
como un impulso para la acción vecinal. Como 
fue mencionado, se entiende que, además de 
la impronta y la orientación política, son nece-
sarios recursos. En este caso, fueron el local, 
los insumos y los funcionarios que realizaban 
el mantenimiento.

Las personas entrevistadas consideran que 
la Biblioteca Morosoli también fue posible 
por el aporte de vecinos y vecinas. Este supu-
so, por un lado, el interés en participar de la 
vida pública y la convicción política (se acla-
ra que no partidaria) sobre la importancia del 
conocimiento, de la lectura y del libro en la 
cultura uruguaya y del encuentro entre per-
sonas. A esto, se agregan recursos directos 

o gestionados por vecinas y vecinos. La his-
toria de la Biblioteca es entendida como «ri-
quísima», muy «arraigada» y «asentada» en 
el barrio. Funcionaba a partir de un aporte 
económico voluntario, con participación de 
los comercios de la zona en eventos. Se ha-
cían cartas pidiendo dinero, compra de libros, 
mobiliario o apoyo para alguna actividad es-
pecífica. En términos de recursos humanos, 
la base eran tres maestras jubiladas, aunque 
era un grupo definido como multitudinario. 
Los relatos evocan en varias oportunidades a 
estas mujeres, definidas como vocacionales, 
extraordinarias y con amor por la educación a 
través de los libros. Apoyaban en los deberes, 
en el estudio a los y las jóvenes del barrio, y lo 
hacían con mucha afectividad. Se señala que, 
más allá de su relevancia en ese momento, 
imprimieron el compromiso en quienes luego 
han seguido vinculados a la Biblioteca, desta-
cando a quienes lo hicieron cuando el local es-
taba muy deteriorado y en malas condiciones.

El segundo momento se produce en el mar-
co de la actual gestión del Municipio B. Una 
persona entrevistada destaca un escenario 
actual diferente al del origen de la Biblioteca 
en lo que refiere a la participación vecinal. 
Se la concibe como debilitada y a esto como 
resultado del protagonismo que ha tomado 
el miedo en la vida social. Pero también se 
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relatan aspectos que persisten. Por un lado, 
la convicción política sobre su relevancia. Una 
persona sintetiza esta mirada en la expresión: 
«Agarrá los libros, que no muerden». Otra 
observa que podría pensarse a la Biblioteca 
como en contracorriente respecto a los 

tiempos que corren. Este segundo momento 
también se explica desde la voluntad política 
del Municipio B, que se expresa en recursos 
concretos. Una persona indica que la actual 
administración municipal puso énfasis en dos 
proyectos considerados muy relevantes: la 
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Biblioteca Morosoli y la casa natal de Artigas. 
Dentro de esa voluntad política, se incluye a la 
alcaldesa, pero también al Concejo Municipal, 
y se destaca que fue unánime la decisión de 
destinar recursos a la Biblioteca.

También, en este momento, es resaltada la 
importancia de la acción vecinal. Vecinos y 
vecinas que hicieron fuerza mostrando la im-
portancia de la Biblioteca, colocando su re-
levancia en el ámbito público. La Biblioteca 
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tiene un fuerte arraigo en el barrio; mucha 
gente que la necesitaba como punto de en-
cuentro y como usina cultural impulsó su pre-
sencia. Se entiende que esto contribuyó a que 
hubiera oídos en el Municipio para este pro-
yecto. Concretamente, una nueva Biblioteca 
física era una antigua reivindicación de veci-
nos y vecinas, demandada también durante el 
proceso de elaboración del Plan de Desarrollo 
Municipal para el período 2020-2025. Este 
plan incluyó la mejora edilicia de la Biblioteca 
como uno de sus componentes, expresando 
el compromiso de la presente administración 
con la demanda vecinal.

En setiembre de 2022, reabrió la nueva 
Biblioteca física, con un nuevo funcionamien-
to en cuanto a la gestión, donde se destacan 
las diferencias con el período anterior. Una 
persona entrevistada describe las condicio-
nes previas como «complicadas», con mucha 
humedad y, en consecuencia, con deterioro 
del acervo existente. Se relatan algunas me-
joras realizadas a través de recursos del pre-
supuesto participativo, que se perdieron a 
partir de la caída del techo.

Otra persona entrevistada destaca el involu-
cramiento vecinal en el proceso de construc-
ción del nuevo local. Les fue presentada la 
maqueta y a partir de entonces participaron 
en la elección del logo, su color y la cartelera. 

Ese proceso es relatado como un momento 
«muy emocionante».

La apertura de la Biblioteca Morosoli en el 
nuevo local y su funcionamiento actual son 
los principales puntos destacados en las en-
trevistas. Una persona entrevistada indica 
que el tener, «ahora sí», una biblioteca es 
el mayor impacto. En otro caso se describe 
como un «logro impresionante» el haberla 
recuperado. Es esto lo que da sentido a todo 
lo demás. Esto tiene que ver con su historia 
y con la persistente participación de vecinos 
y vecinas, pero también con la calidad de la 
atención que pasó a brindarse y con poder 
hacerlo pensando en la gente de la zona. Se 
destaca la mejora en la infraestructura y el 
funcionamiento, haciendo de la Biblioteca un 
lugar agradable donde estar y de más fácil 
acceso. Las personas consultadas hacen refe-
rencia al valor de contar con excelentes insta-
laciones y condiciones, acceso a internet, aire 
acondicionado y baño. Una persona entrevis-
tada considera que es una declaración política 
tener una biblioteca popular funcionando y en 
un espacio agradable, donde las personas son 
bien recibidas y atendidas, con un acervo cui-
dado y actualizado permanentemente.

Esta apertura en un nuevo local configura un 
hecho relevante, al igual que la presencia del 
Municipio B en su funcionamiento cotidiano, 



66

aunque esto no fue inmediato. Se indica que 
no hubo personal asignado al inaugurarse 
el local. Esta situación se extendió durante 
dos meses y en ese período fue la Comisión 
(vecinos y vecinas que hace más de trein-
ta años que están vinculados a la iniciativa) 

que sostuvo la Biblioteca abierta, en un ho-
rario corto, pero todos los días, hasta que se 
incorporó un funcionario. Ahora el Municipio 
B aporta tres recursos humanos y recur-
sos financieros, por tanto —tal como des-
taca una persona entrevistada— el dinero 
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para que funcione es municipal. Entienden 
las entrevistadas que esto permite un fun-
cionamiento —en cantidad y calidad— muy 
diferente en relación con el período anterior, 
cuando estaba exclusivamente a cargo de ve-
cinos y vecinas. Se destaca la ampliación y la 

previsibilidad del horario de funcionamiento. 
La Biblioteca funciona de lunes a viernes, de 
14:00 a 18:00 horas; antes lo hacía en un hora-
rio limitado, en tanto dependía de la acotada 
disponibilidad de tiempo que supone el traba-
jo honorario. En ese momento, se comunicaba 
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a través de un grupo de WhatsApp cuándo iba 
a abrir al público.

Uno de los recursos humanos incorporados es 
un bibliotecólogo, quien se vincula al funcio-
namiento habitual de la Biblioteca e instala el 
interés por la cantidad y la calidad de su acer-
vo. Se hace referencia a actas, notas, recibos, 
registro de actividades de paseos, teatro, en-
tre otros, que fueron recuperados y se están 
digitalizando. Otra persona trabaja en mante-
nimiento, limpieza y también en asistencia de 
producción y acervo, y la otra es gestora cul-
tural. Una entrevistada indica que su función 
es la dinamización cultural del espacio, reci-
bir y gestionar las actividades que se reali-
zan, más allá del funcionamiento habitual del 
servicio. En otro caso, se indica que es quien 
maneja la agenda de la Biblioteca y convoca a 
la Comisión de Cogestión. Una persona entre-
vistada destaca no solo estos recursos huma-
nos, sino también el trabajo mancomunado 
con vecinos y vecinas, indicando que no es 
algo que ocurra siempre. Se entiende que se 
comparte el sentido político de la Biblioteca 
y, por ello, no se perciben como «administra-
dores de los libros». Finalmente, también el 
Municipio B financia el cuidado del local don-
de funciona la Biblioteca.

Asimismo, se relatan apoyos más puntuales 
de parte del Municipio. A modo de ejemplo, 

se mencionan la compra de libros y una ex-
periencia desarrollada en 2023 que supuso 
destinar parte del presupuesto municipal de 
cultura para que la Biblioteca pudiera realizar 
un llamado abierto a actividades.

Fuera del apoyo municipal, no cuentan con 
otros recursos estables. Sí reciben dona-
ciones de vecinos y vecinas e institutos, y 
aportes al realizar presentaciones editoria-
les. Se define el crecimiento del acervo como 
«exponencial».

Los aspectos mencionados tendrán im-
pactos también en la forma de gestionar la 
Biblioteca, que está a cargo de la Comisión de 
Cogestión integrada por el Municipio B y ve-
cinos y vecinas, algunos de los cuales parti-
cipaban en la antigua Comisión Amigos de la 
Biblioteca Morosoli. Las entrevistadas hablan 
de un «núcleo duro» de ocho personas que in-
tegran la Comisión de Cogestión, con seis que 
participan de manera asidua. Tres pertenecen 
al ámbito municipal (dos al Municipio B y una 
es representante de la alcaldesa) y se busca 
que participe el bibliotecólogo. En el caso de 
vecinos y vecinas, se indica que la mayoría 
tienen más de 70 años. Su tarea se desplaza 
de las tareas de gestión a las orientaciones 
que procuran darse a la Biblioteca. Se indica 
que es la Comisión de Cogestión el espacio 
que ha permitido desarrollar los debates y, 
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por lo tanto, donde efectivamente se define el 
día a día de la Biblioteca. Esto supone la asun-
ción de los lineamientos generales, el tipo de 
actividades a realizar, la definición de objeti-
vos, el público al que se dirige y las temáticas 
a abordar, los distintos aspectos que hacen al 

acervo y la apertura hacia la comunidad, entre 
otros asuntos.

De acuerdo a lo señalado en las entrevistas, 
la Comisión de Cogestión se reúne, al me-
nos, una vez al mes. Como consecuencia del 
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aumento de actividades en la Biblioteca, los 
encuentros comenzaron a realizarse cada 15 
días. Otra persona entrevistada indica que las 
reuniones se hacen semanalmente. No tienen 
ni día ni horario fijos, pero procuran realizarlas 
en la tarde temprano, de manera de facilitar 

la participación de las personas mayores. La 
convocatoria se realiza por correo electrónico 
y por un grupo de WhatsApp, y se va adaptan-
do a las necesidades que surgen del funcio-
namiento de la Biblioteca. En el caso de una 
persona entrevistada, ese funcionamiento 
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aparece en oposición a uno burocrático, del 
que busca alejarse.

Con relación a los objetivos y la agenda de 
esas instancias, en un caso se indica que no 
se especifican. Otra persona entrevistada se-
ñala que suele existir un listado. Se realizan 
actas de las reuniones, que tienen exclusiva-
mente circulación interna y están a cargo de 
la gestora cultural. Más allá de esto, se indica 
que las actas son enviadas a un correo grupal 
donde pueden entrar desde la alcaldesa hasta 
los vecinos y quedan abiertas a que se hagan 
observaciones.

Se menciona en las entrevistas que las acti-
vidades que desarrolla la Biblioteca surgen de 
propuestas realizadas por la propia Comisión 
y también desde fuera. Esto último se da a 
partir de una convocatoria realizada desde la 
Biblioteca, pero también llegan solicitudes, 
propuestas de presentaciones de libros, talle-
res, actividades, que son recibidas por la ges-
tora cultural, quien las analiza y chequea si el 
contenido está de acuerdo con los lineamien-
tos de las bibliotecas. En ese caso, se con-
sulta con la Comisión y si existe consenso, se 
gestiona. Lo mismo ocurre con las propuestas 
de donación, que son evaluadas y valoradas 
por el equipo profesional a cargo de la gestión 
de la colección de la Biblioteca, para cumplir 
con la concordancia de principios y criterios.

En el accionar de la Biblioteca, se desta-
ca que recibe libros, pero también dona. Por 
ejemplo, se han enviado libros al espacio 
cultural de la Radio Vilardevoz y al Centro de 
Formación Penitenciario, ambos ubicados en 
el Municipio B. Asimismo, se menciona un tra-
bajo desde la Biblioteca, articulado con otros 
espacios. En este sentido, se hace referencia 
al vínculo con la Red Nacional de Clubes de 
Lectura y un convenio con una escuela de na-
rración oral.

El sentido político de la Biblioteca se visualiza 
también en asumir temas que no son espe-
cíficamente literarios, pero que son entendi-
dos como importantes para la sociedad y que 
suponen ir más allá de lo que «el barrio está 
acostumbrado». Como ejemplos se nombran 
charlas sobre el agua, la tecnología, los cin-
cuenta años de la dictadura y la conmemora-
ción del 20 de mayo.

La Comisión de Cogestión es mencionada 
como un espacio participativo. Se indica que 
todas las personas que la integran tienen 
capacidad para incidir y decidir sobre lo que 
se discute. Las definiciones no se toman por 
mayoría, sino por consenso. Se indica que, al 
ser la Biblioteca una propuesta promovida por 
la sociedad civil organizada, tiene desde sus 
orígenes una dinámica de debate incorporada 
que se mantiene en la Comisión de Cogestión. 
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Se entiende que los procesos participativos 
son más lentos, llevan más tiempo, pero que 
esta manera de gestión es la que supone una 
biblioteca popular, no municipal. Pese a esto, 
también se indica que los lineamientos de la 
Biblioteca siempre están acordes con los ob-
jetivos del Municipio.

No existe un documento que defina cómo son 
la cogestión, la Biblioteca y su funcionamien-
to. Con relación a esto, surgen tres aspectos. 
En primer lugar, se hace referencia a una in-
tención de generarlo, pero se mencionan di-
ficultades para alcanzar acuerdos, en tanto 
existen distintos puntos de vista. Agrega una 
entrevistada que la forma de tomar las deci-
siones ha sido uno de los puntos conflictivos 
que, hasta el momento de la entrevista, han 
impedido generar un reglamento de funcio-
namiento. Asimismo, hace referencia al invo-
lucramiento del gobierno de primer, segundo 
o tercer nivel, con una mirada diferente. En 
segundo lugar —y más allá de lo anterior—, 
se indica que las personas integrantes de la 
Comisión tienen que hacer juntas ese docu-
mento, en tanto se trata de una biblioteca po-
pular. Otra persona indica que el documento 
está en construcción, pero que —más allá de 
esto— sí existe en la práctica. En tercer lugar, 
la importancia de este aspecto queda relativi-
zada en función de lo que fuera indicado como 

el principal asunto, que es que la biblioteca 
«siga, funcione, que esté la puerta abierta».

La participación aparece como un aspecto 
clave en el relato sobre la Biblioteca. Como 
surge de lo ya presentado, su existencia y su 
funcionamiento están asociados a la partici-
pación y se indica que está abierta a quienes 
quieran sumarse. Más específicamente, las 
referencias a la participación se vinculan a la 
Comisión de Cogestión, pero también al vín-
culo de la Biblioteca con su entorno. Una no-
ticia sobre actividades allí realizadas señala 
que, en el cierre de una de ellas, la Comisión 
destacó «su vocación por hacer de la Morosoli 
un lugar cálido, cercano, a escala humana», 
en el cual «siempre se puedan encontrar pro-
puestas de interés y de calidad en torno a la 
literatura», con «vocación popular, inclusiva e 
integradora». 

Esta preocupación también aparece desde 
otro ángulo. Más allá de las mejoras en in-
fraestructura y funcionamiento, ya señaladas, 
se realizan acciones proactivas procurando 
acercar el entorno y que este se apropie de la 
biblioteca. A modo de ejemplo, se menciona 
la convocatoria realizada en 2023 —con re-
cursos municipales— para integrar propues-
tas artístico-culturales a realizarse ese año. 
Se plantea que esta iniciativa buscó brindar 
a la comunidad una serie de actividades que 
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enriquecieran la participación, la vinculación 
con la Biblioteca y el intercambio social y 
cultural. En la valoración de las personas en-
trevistadas, la Biblioteca tiene sentido si es 
cada vez más apropiada por el entorno. Las 

condiciones edilicias y de funcionamiento 
pierden su sentido si la Biblioteca no es habi-
tada por personas de todas las edades y para 
actividades diversas que no sean solamente 
buscar un libro.
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En el relato de las personas entrevistadas, 
lo que la Biblioteca «es», su sentido político, 
aparece estrechamente vinculado a su ubi-
cación en una plaza y no en cualquier plaza, 
sino en una denominada Líber Seregni. Una 
persona entrevistada recuerda que, en un 

momento, convocaban a la oportunidad de 
«tener una plaza como sala de lectura». En 
otro caso, se señala que cuando hay activi-
dades en la plaza se intenta que la Biblioteca 
participe —aunque no esté abierta—, de ma-
nera de invitar a vecinos y vecinas a conocer 
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la propuesta. En este momento, están próxi-
mos a implementar préstamos de libros du-
rante el tiempo que las personas están en la 
plaza. Biblioteca y plaza aparecen en un re-
lato como compañías. Se señala que en pri-
mavera y verano la plaza se llena de gente y 

actividades y que es solamente en invierno y 
con frío que la Biblioteca «queda sola». Otra 
persona responde que tampoco hay soledad 
en ese momento, dado que la Biblioteca hace 
un aporte a la plaza, dando un espacio cuando 
hay mayor hostilidad climática.
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Una entrevistada hace referencia —en más 
de una oportunidad— a un trabajo orientado a 
«armar una trama» en torno a la Biblioteca, en 
el territorio cercano, una trama que sostenga 
e incorpore nuevos y nuevas vecinas y veci-
nos, junto a quienes ya participan. Algunos 
están acompañando hace treinta años, hay 
otros que están queriendo incorporarse. Otra 
persona concibe a la Biblioteca como una ex-
cusa para estar juntos. Entiende que somos 
seres de encuentro y quiere que «la gente que 
está sufriendo o los jóvenes que se están ma-
tando tengan un minuto de respiro», poder 
juntarlos y darles una voz de aliento y empu-
jar para que haya soluciones.

Finalmente, con relación a la información pú-
blica, surgen dos aspectos importantes. Por 
un lado, las rendiciones de cuentas, abiertas 
al conjunto de la ciudadanía. En este sentido, 
se destaca la centralidad de la transparencia 
en el uso de los recursos y el ampliar la infor-
mación dada a los vecinos. Por otro lado, la 
Biblioteca tiene un apartado dentro de la pá-
gina web del Municipio B, visualizado por una 
entrevistada como «su memoria».

En suma y cómo surge de lo analizado, la va-
loración de la Comisión de Cogestión sobre 
el proceso vivido por y desde la Biblioteca es 
muy favorable y esto es asociado de manera 
relevante y persistente a la participación de 
vecinos y vecinas. En este sentido, se des-
tacan las mejoras en la infraestructura y los 
servicios, el desarrollo de muchas actividades 
y las donaciones de libros. 

Todo esto ha llevado a una reapropiación de la 
Biblioteca por parte de vecinos y vecinas. Se 
resalta el verlos entrar y salir continuamente, 
ver gente de más edad que no salía a la calle 
y ahora se acerca y va y viene de la Biblioteca. 
Se entiende que se va recuperando el lazo con 
el entorno y se busca que vecinos y vecinas 
se apropien nuevamente de este proyecto, de 
esta institución, que siempre fue del barrio, 
siempre fue de la zona y siempre fue de los 
vecinos y vecinas. De acuerdo a una perso-
na entrevistada, lo ocurrido con la Biblioteca 
muestra que no es un proyecto solo factible 
de ser pensado contracorriente y que, al con-
trario, se evidencia que este tipo de espacios 
no ha perdido vigencia.
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Proyecto Alba

Para definir el marco temporal, las dimensio-
nes y la construcción de dispositivos, el pro-
yecto adhirió a lo que expresan los estudios 
más destacados sobre esos temas.

En la carta aval extendida por la Comisión 
Nacional Honoraria de Sitios de Memoria se 
puede leer el valor que esa institución otorga 
al proyecto en términos de construcción de la 
memoria colectiva. Es una manifestación de 
adhesión a las definiciones ideológicas que 
guían las intervenciones del Municipio en este 
aspecto.

Entre las opciones que realiza el Proyecto 
Alba, se desprende de los documentos re-
visados que fue concebido con el propósito 
de sumar a la memoria colectiva en clave de 
derechos humanos. Hace visibles el terroris-
mo de Estado y la resistencia (social, políti-
ca, cultural y religiosa) que ocurrieron en los 
ocho barrios del Municipio B. Asimismo, des-
taca la necesidad de recuperar la importancia 
de esos espacios y de transmitir la narrativa 
sobre los hechos, desde la voz quienes los 

El Proyecto Alba se inserta en el compromiso 
Memoria y Derechos Humanos, del compo-
nente Patrimonio Vivo - Cultura del Plan de 
Desarrollo Municipal 2020-2025. Ese compo-
nente manifiesta, entre otros aspectos, el po-
sicionamiento del Municipio B con respecto a 
acciones de fomento y rescate de espacios de 
memoria, resistencia y acción comunitaria. En 
esta línea, el compromiso es, precisamente, 
promover la memoria del pasado reciente me-
diante iniciativas centradas en los sitios de 
memoria ubicados en la circunscripción terri-
torial del Municipio. En la propuesta de base, 
se deja claro que el propósito es recuperar 
memoria y no establecer verdad.

La argumentación destaca que, en términos 
comparados, Uruguay presenta un notorio re-
zago en la temática. Toma específicamente 
los antecedentes registrados en el Municipio 
B, algunos por iniciativa municipal y otros 
proyectos colectivos que no siempre contaron 
con apoyo estatal (asociaciones, redes, comi-
siones, proyectos universitarios y de educa-
ción terciaria).
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protagonizaron. En algún sentido, modifica 
el caudal de información, los canales de ex-
presión y las interacciones, con relatos hasta 
ahora poco difundidos. Lo hace priorizando 
el diálogo con actores implicados en los su-
cesos, con la organización de eventos y con 
la apertura de espacios de deliberación con 
otros actores.

Define cuatro ejes en torno a los cuales or-
ganiza las actividades de recolección de in-
formación, la construcción participativa de 
contenidos y la trasmisión mediante diversos 
formatos. Los referidos ejes son: memoria mi-
litante, memoria recluida, memoria colectiva 
y memoria institucional. Implica interacciones 
muy diversas con víctimas del terrorismo de 
Estado y con organizaciones sociales, acadé-
micas, sindicales, culturales, deportivas, reli-
giosas, políticas, periodísticas, etcétera.

Sobre la secuencia en que las acciones fueron 
concebidas, caben algunas observaciones. La 
decisión política fue plasmada en el Plan de 
Desarrollo Municipal. La elaboración del pro-
yecto fue una acción técnica individual e in-
ternamente procesada en el gobierno local. El 
documento de base no es de acceso público, 
aunque sí fue proporcionado a la investigado-
ra de referencia y, de algún modo, está plas-
mado en la página web Alba: Audioguía de las 
memorias (https://alba.gub.uy/).

En el Acta n.o 470, de la sesión del Concejo 
Municipal del Municipio B del día 7 de diciem-
bre de 2022, se alude al Proyecto Alba, en el 
apartado de asuntos previos. El acta es de 
acceso público y registra dos tópicos. Por un 
lado, una invitación a la actividad de coloca-
ción de la primera placa del proyecto Alba: 
Audioguía de las memorias. Por otro lado, 
como segundo tema en esos asuntos previos, 
se expresó la necesidad de crear una comisión 
mixta en materia de derechos humanos. Este 
aspecto se materializó tres meses después y 
tradujo la jerarquía y la trascendencia que se 
le asignaba al tema. Se logró la incorporación 
de otro tipo de actores institucionales, que, 
según se expresó en reunión de trabajo, a ve-
ces actúan con comisiones paralelas y, en al-
gunos casos, con poco conocimiento de lo que 
pasa en la vida cotidiana de los barrios.

Por Resolución n.o 32/23/0112 y su modifi-
cativa, n.o 110/23/0112, de marzo de 2023, se 
formalizó una Comisión Mixta de Derechos 
Humanos en el ámbito del Municipio B, in-
tegrada por instituciones de los diferen-
tes niveles y ámbitos del gobierno de la 
ciudad (Concejo Municipal del Municipio 
B, Intendencia de Montevideo, Junta 
Departamental de Montevideo y concejos ve-
cinales). A esa Comisión se le atribuyeron po-
testades de seguimiento del Proyecto Alba y 

https://alba.gub.uy/
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de interlocución con órganos públicos, organi-
zaciones sociales y actores privados. Además, 
tuvo la responsabilidad de producir infor-
mes anuales para presentar ante el Concejo 

Municipal, lo que aseguró la memoria escrita 
del proceso. Según lo consignó su coordina-
dor, ese material no se encuentra accesible 
al público. Es considerado documentación de 
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uso interno, pero se utiliza como insumo para 
confeccionar notas de prensa a publicar en la 
página web del Municipio.

Las decisiones generales son tomadas entre la 
Comisión Mixta y el coordinador. Este último, 

según él mismo reconoce, tiene una voz un 
poco más preponderante, por estar en la diná-
mica ejecutiva del proyecto. No obstante, con-
siderando las incumbencias e integración de la 
Comisión Mixta, puede decirse que se procuró 
un espacio de construcción de consensos.
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En diversas comunicaciones del Municipio B 
se expresa que, para la ejecución, se siguie-
ron las orientaciones de metodologías parti-
cipativas desarrolladas en otras partes del 
mundo para abordar la memoria y los de-
rechos humanos mediante construcción de 
mapas, realización de recorridos e instala-
ción de señalética. Una de las personas en-
trevistadas fue enfática al manifestar que el 
Proyecto Alba se encuentra al nivel de otras 
propuestas de la región y de países europeos, 
relacionadas con el tema de la memoria. El 
proyecto, además, se articula con iniciativas 
complementarias, como las desarrolladas por 
la Comisión Nacional Honoraria de Sitios de 
Memoria, la Red de Sitios de Memoria, la le-
gislación vigente, organizaciones colectivas 
de diversa naturaleza y centros educativos.

En internet se encuentran páginas que rese-
ñan que los productos se lograron mediante 
diversas actividades participativas, que reco-
nocieron las diferentes voces involucradas. El 
coordinador del proyecto estima la participa-
ción de, al menos, veinte organizaciones que 
aportaron a los contenidos. El listado de esas 
organizaciones puede leerse en la página web 
Alba: Audioguía de las memorias.

En el ámbito operativo, los espacios de ar-
ticulación entre personas y organizaciones 
aparecen más amplios que en las etapas de 

formulación y diseño. El Proyecto Alba se au-
todefine como colaborativo y proporciona he-
rramientas para acercar esa colaboración por 
parte del público. Sin embargo, el coordinador 
confirma que por esa vía no ha habido contri-
buciones. Los contenidos se produjeron por el 
trabajo del propio coordinador con acciones 
de investigación, revisión documental y entre-
vistas, entre otras. El eje sobre memoria mi-
litante fue elaborado por el colectivo Jóvenes 
por la Memoria; en el eje sobre memoria re-
cluida colaboraron, entre otros, los colectivos 
organizados en torno a sitios de memoria, 
particularmente el sitio Ex Cárcel de Cabildo, 
ubicado en el Municipio B. Sobre memoria co-
lectiva y memoria institucional se compilaron 
diversas acciones de resistencia colectiva, 
reconstruidas por sus propios protagonistas. 
Queda claro que en la generación de los con-
tenidos se reconocieron las organizaciones y 
las estructuras preexistentes en relación con 
la temática. Esto es, no se crearon procesos 
paralelos, como sí ocurrió con otros temas, en 
el mismo período, en el contexto de otras ini-
ciativas gubernamentales.

La materialidad del Proyecto Alba presenta un 
soporte abierto e interactivo, tanto en la pá-
gina web como en las placas colocadas en los 
sitios, que tienen un código QR que conduce a 
información en distintos formatos.
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Cada uno de los ejes (memoria militante, me-
moria recluida, memoria colectiva y memoria 
institucional) presenta una estructura similar 
en la página web. No todos los contenidos fi-
guran completos, porque el Proyecto está en 
ejecución. En el caso de memoria militante, 
los contenidos están presentados de forma 
que reconocen la autoría de cada relato que 
aparece en formato escrito, audio y lenguaje 
de señas. Asimismo, informa sobre la autoría 
de la investigación que permitió la construc-
ción del contenido. En caso de que se quiera 
aportar a un relato, se dispone un enlace para 
proporcionar información para ser contactado 
por el equipo del proyecto. Como se dijo, has-
ta el momento no ha llegado ninguna solicitud 
de contacto por esta vía.

En el proceso metodológico se incluye una 
planificación general de las actividades a de-
sarrollar en el año en cuanto a colocación de 
placas y planificación de recorridos. Esta pla-
nificación está centrada en las figuras de la 
coordinación y la Comisión Mixta de Derechos 
Humanos. Al parecer, en estas decisiones no 
participan las organizaciones o personas vin-
culadas al proyecto.

El desempeño de la Comisión Mixta varía se-
gún quiénes la integren. Debería tener cierta 
regularidad en las reuniones, pero, según tes-
timonios del coordinador, se convoca cuando 

hay algún asunto específico a tratar. Cabe 
decir que, en las entrevistas realizadas en 
el marco de esta investigación, se pregun-
tó a las personas entrevistadas si conocían 
la existencia o el funcionamiento de esta 
Comisión y la respuesta fue cautelosa. Tienen 
alguna referencia de su existencia, pero poca 
noción de sus cometidos. Si bien la creación 
de la Comisión Mixta es un hecho institucio-
nal significativo, aún no logra proyectar su 
trascendencia.

Con respecto a la modalidad que se promue-
ve para que los y las participantes se expre-
sen, la formulación de base establece algunas 
orientaciones. La audioguía incluyó conteni-
dos iniciales, con la intención de que la socie-
dad se apropie de la herramienta y se genere 
un trabajo comunitario para alimentarla. Para 
esto se previeron actividades complemen-
tarias como encuentros, mesas de diálogo y 
discusión, tanto con la ciudadanía en general 
como en el sistema educativo. Fue, precisa-
mente, en uno de estos conversatorios donde 
un grupo de mujeres ex presas políticas pudo 
expresar cómo sus historias suelen quedar 
opacadas frente a otras.

Los primeros contenidos fueron elaborados 
con aportes de personas y organizaciones di-
rectamente vinculadas a la temática. Los tex-
tos fueron producidos por protagonistas que, 
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a su vez, dieron voz a los relatos. En las en-
trevistas se consultó sobre cómo se decidió 
quién aportaría el relato y qué pauta seguiría 
esa narración. En todos los casos, se expresó 
que lo que hubo fue una invitación a colaborar 

y una explicación sobre los objetivos. Luego, 
cada persona o colectivo tuvo total autonomía 
para elegir vocero o vocera y para construir 
el texto a compartir. Con el lanzamiento de la 
audioguía, en 2022, se hizo una convocatoria 
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abierta para que el público hiciera sus aportes 
al contenido sonoro y testimonial.

Además, en los cabildos se genera una mesa 
de derechos humanos, ocasión en la cual se 
actualiza el avance del Proyecto Alba. Esto 
permite que más gente se entere, consulte y 
aporte.

Gran parte de la puesta en marcha del proyec-
to implicó interacciones con actores con reco-
nocida trayectoria y capacidad organizativa. 
En la siguiente fase, como se mencionó, se 
realizaron encuentros y se facilitaron formas 
de contacto individual. Entre los propósitos 
originales no estuvo explícitamente la promo-
ción de nuevas organizaciones, aunque, por 
ejemplo, en los casos del colectivo que ges-
tiona el sitio de memoria Ex Cárcel de Cabildo 
y de Jóvenes por la Memoria generó un impor-
tante impacto.

Por lo antes expuesto, no es esperable la ins-
titucionalización de la participación en térmi-
nos de apoyos para lograr progresivos niveles 
de organización, gestión y autonomía desde 
el Proyecto Alba. Sin embargo, el proyecto sí 
logró dar voz a personas, así como dio visibili-
dad a narrativas, muchas de las cuales se en-
contraban minimizadas u ocultas. Esto refiere 
a la construcción de los contenidos, pero no 
necesariamente a la cogestión del Proyecto.

Con respecto a la amplitud y la escala del 
impacto, en comunicaciones del Municipio 
B puede leerse una interacción estrecha con 
organizaciones con notoria legitimidad y tra-
yectoria en la temática. A pesar de esa re-
conocida relevancia, en algunos casos se 
percibe que el Proyecto Alba contribuyó a for-
talecer la labor y la proyección social de estas 
organizaciones. Así lo percibe una entrevis-
tada, integrante del colectivo que gestiona el 
sitio de memoria Ex Cárcel de Cabildo, quien 
expresó que el trabajo del colectivo venía des-
de la gestión del gobierno municipal anterior, 
que apoyó mucho ese sitio. Así se construyó 
un fuerte vínculo con el Municipio, que llevó 
posteriormente a participar de Alba. Tan es 
así que, la primera placa fue colocada en el 
sitio Ex Cárcel de Cabildo. Además, esta inser-
ción en el Proyecto Alba, según su parecer, les 
ha permitido darse a conocer y les ha abierto 
un espectro mayor de posibilidades. El sitio es 
incluido en las recorridas y es tenido en cuen-
ta para ser visitado por personas o grupos es-
pecíficos, especialmente llevados a ese sitio 
de memoria, más allá de las recorridas pro-
gramadas. En este sentido, entienden que el 
compromiso del Municipio B con el tema me-
moria ha sido excepcional.

Se desprende de lo expuesto que hubo una 
centralidad en el equipo de coordinación del 
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Proyecto, pero con horizonte de inclusión de 
otros actores relevantes. Este fue un aspec-
to explicitado desde la concepción de la idea 
original y se materializó a medida que las di-
versas fases de trabajo fueron posibilitando 
la apertura a nuevas interacciones. Estas in-
teracciones fueron, en principio, estrategias 
para recoger o coconstruir los contenidos de 
la audioguía desde las voces de sus protago-
nistas directos. Posteriormente, se dio lugar a 
vínculos más sostenidos. Cuando el Proyecto 
Alba organiza una actividad, quienes se vin-
cularon aportando sus experiencias, relatos 
y memorias son convocados a ser parte. Uno 
de los entrevistados manifestó que sumar-
se a esas actividades le permitió ver que el 
Proyecto aporta a «generar anticuerpos», es 
decir, contribuye al desarrollo de una actitud 
social para que estos acontecimientos no se 
repitan. Observó con asombro la participación 
de diversidad de personas, particularmente 
jóvenes, muy interesados en saber, conocer 
y entender la historia reciente. Siente que su 
activismo, que por momentos podría vivirse 
como reiterativo, cobra un nuevo sentido y lo 
alienta a seguir.

Por otra parte, cabe decir que fueron prioriza-
dos otros actores que, sin tener vinculación 
específica en la temática, tenían peculiarida-
des que se reconocieron. Por ejemplo, Radio 

Pedal fue el lugar elegido para las grabacio-
nes y se trata de un medio de comunicación 
ubicado en el territorio del Municipio.

Como se mencionó, la responsabilidad técni-
co-profesional en este proyecto recae en la 
figura del coordinador. Además, tuvieron al-
guna actuación un diseñador gráfico y visual 
(convenios puntuales), así como intérpretes 
en lengua de señas que hacen la transcripción 
de los audios a videos interpretados (son lla-
mados cuando es necesario).

En la entrevista con una de las intérpretes 
contratadas surgió que fue por iniciativa del 
coordinador que el mapa interactivo incor-
poró la lengua de señas. Según expresó, el 
coordinador conoció el recurso en un evento 
de Carnaval Inclusivo. Valoró que era intere-
sante sumarlo al Proyecto Alba y se concretó. 
En el texto original del Proyecto no figuraban 
la importancia de la comunicación para las 
personas sordas ni la necesidad de sortear la 
exclusión a la que suelen ser confinadas. No 
obstante, más allá de que derivó de una situa-
ción fortuita, lo importante es que esa incor-
poración amplió la accesibilidad.

El Proyecto Alba movilizó al propio equipo de 
intérpretes. Expresaron que evaluaron su par-
ticipación en este proceso y lograron identi-
ficar todos los desafíos que implicó. Por un 
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lado, una serie de reuniones con la coordina-
ción para explicar la forma de trabajo en un 
proceso de interpretación con lengua de se-
ñas: identificar qué y cómo se quería comuni-
car, investigar cómo resolver las palabras que 

no tenían seña definida, así como dimensio-
nar la magnitud del trabajo hecho, el esfuerzo 
para transmitir las sensaciones y emociones 
asociadas a algunos acontecimientos. Lo inte-
resante fue que ese proceso de investigación 
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para mejor realizar su trabajo llevó a las in-
térpretes a conversaciones con ex presos 
políticos y gente cercana a personas desapa-
recidas, para poder entender y realizar mejor 
su labor.

En definitiva, el Proyecto hizo aportes en as-
pectos que no tenía previstos en sus objeti-
vos pero que dejan un importante aprendizaje 
en el equipo de intérpretes. Además, aseguró 
la accesibilidad del material para la comuni-
dad sorda.

Otro tanto puede decirse del colectivo Jóvenes 
por la Memoria, encargado de organizar y 
producir el eje sobre memoria militante. 
Comenzaron con este trabajo en 2021, por in-
vitación del coordinador, que los conocía de 
otros espacios de militancia en la temática. 
Los llamó específicamente para trabajar en el 
eje referido y comenzaron con un material de 
base. Luego realizaron la investigación para 
complementar la información (entrevistas, re-
visión documental, observaciones).

La redacción del material definitivo, para ser 
difundido al público, la preparó el propio gru-
po de jóvenes. Hubo cierto intercambio con 
el coordinador, pero primó la autonomía para 
lograr el producto (libertad en la forma de tra-
bajar, sin formatos pautados ni plazos riguro-
sos). La dinámica de trabajo la construyeron 

entre ellos. Esto deja un interesante aprendi-
zaje en términos de nuevos posibles formatos 
de participación centrados en tareas concre-
tas y con modalidades flexibles.

El grupo explicó que el buscar formas de es-
tandarizar los textos fue vivido como un ejer-
cicio de ceder, acordar, priorizar y consensuar. 
La puesta en común fue compleja, pero la re-
cuerdan como un buen aprendizaje. La gra-
bación de las historias también la sintieron 
como una experiencia enriquecedora. Nadie 
sabía de locución, pero los apoyaron para lo-
grar desenvolverse con la naturalidad necesa-
ria al momento de grabar.

Expresaron que hubo casos con mínima infor-
mación, pero lograron generar una imagen a 
partir del relato grabado. Asimismo, los puso 
en situaciones conflictivas consigo mismos, 
por estar construyendo una historia que era 
una interpretación de datos dispersos. Esto 
los enfrentaba a la pregunta sobre hasta dón-
de les correspondía el derecho de construir 
esas narrativas ficcionadas, de historias de 
vida que no tenían fuentes certeras. Otras si-
tuaciones los llevaron a conectar con aconte-
cimientos muy delicados, sensibles y hasta, 
posiblemente, peligrosos.

Sienten que pudieron trabajar el eje sobre me-
moria militante con la impronta que ellos le 
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quisieron dar y no los constriñó la estructura 
que pudieran adoptar los otros ejes. Destacan 
la importancia de que los y las jóvenes pu-
dieran generar sus propias memorias de una 
época, aunque no la hubiesen vivido. Tuvieron 
la posibilidad de sumergirse en las historias 
concretas, en la vida cotidiana de aquellas 
personas, lo que hicieron ese día en particular, 
lo que, en definitiva, los sensibilizó y los acer-
có a esas historias.

Pasaron de tener cierta idea sobre los acon-
tecimientos a vivenciarlos de otra manera. A 
su vez, el proceso individual fue muy enrique-
cido en la puesta en común, en la interna del 
trabajo grupal. El vínculo personal con el ma-
terial cobraba otro sentido cuando se presen-
taba al colectivo y se procesaba en conjunto. 
Luego, reencontrarse con sus propias voces y 
escritos en las diferentes exposiciones y pre-
sentaciones que se hicieron de la audioguía 
también les resultó muy significativo.

Cuando comenzaron con la audioguía, Jóvenes 
por la Memoria estaba en un momento de 
poca actividad. Este trabajo les significó 
compartir productos y sentires que, en aquel 
momento, les dieron un importante impulso. 
Tuvieron una motivación muy fuerte, com-
promiso y responsabilidad con la temática 

y reconocimiento de la oportunidad a la que 
estaban llamados a participar. Elaboraron el 
primer bloque de la audioguía, fue presentado 
en diversos espacios, constituyó un produc-
to que puso voz a historias de personas que 
podrán ser leídas y escuchadas en el futuro, y 
todo esto fue realizado por jóvenes, lo que en-
tienden que deja un mensaje importante. Eso 
es lo que valoran más allá de que, actualmen-
te, vuelven a estar con poca actividad y hasta 
con algunos egresos.

Estas vivencias aportadas por Jóvenes por la 
Memoria hablan de la importancia de los ob-
jetivos alcanzables y los procesos pertinentes 
para resultados concretos, como motivadores 
para la participación. En este caso, refieren a 
un colectivo maduro y comprometido, para el 
que la flexibilidad en el trabajo operó como un 
factor muy positivo.

Las metas realizables, en tiempos acotados y 
mediante procedimientos que acompañasen 
las características de las personas y de las 
temáticas, parecen ser un aspecto clave. En 
este sentido, es posible pensar en la conve-
niencia de segmentar los procesos más com-
plejos para obtener productos específicos, 
por etapas, que operen como indicadores de 
avance exitoso.



Propuestas promovidas  
por la acción social de la ciudadanía
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Red de Organizaciones de Personas Mayores 
- Municipio B y Red de Salud del Municipio B

Integrada hoy, mayoritariamente, por presta-
dores de servicios y, en menor medida, por re-
presentantes de la sociedad civil organizada, 
se presenta como un espacio abierto que no 
plantea límites para la integración. Si bien no 
cuenta con «ciudadanía de a pie», su partici-
pación no está prohibida. La asistencia es va-
riable: en algunas reuniones recientes se ha 
llegado a contar con 17 representantes, pero 
generalmente 6 o 7 mantienen una asistencia 
regular. Según una entrevistada, la Red es un 
colectivo activo, sincero y confrontativo: «de 
armas tomar». No ha dejado de crecer en nú-
mero de integrantes y se sostiene con una 
buena participación.

El hecho de que muchas de las organizacio-
nes y los prestadores de servicios tienen su 
sede en el centro de Montevideo facilitó el en-
cuentro y la creación de la Red, pero, al mismo 
tiempo, según valora una entrevistada, supo-
ne una dificultad a la hora de considerar el te-
rritorio. Algunas organizaciones y prestadores 
tienen injerencia en el territorio que abarca 
la Red —que corresponde al Municipio B— y 

Quienes integran hoy la Red de Organizaciones 
de Personas Mayores - Municipio B debaten 
acerca del momento preciso en el que se ori-
ginó, pero la mayoría acuerda que fue fun-
dada en diciembre de 2006. No ha dejado de 
funcionar desde ese momento; incluso no lo 
hizo cuando se desarrolló la reciente pande-
mia, aunque debió virar a una modalidad vir-
tual de funcionamiento. Para sostener en ese 
momento esta nueva forma de trabajo, se 
debió promover la alfabetización digital de 
sus integrantes. Reconocen un antecedente 
fundamental en las organizaciones activis-
tas de personas mayores que ya funciona-
ban en la década de los noventa y en la actual 
Secretaría de las Personas Mayores de la 
Intendencia de Montevideo. Tuvo una deno-
minación anterior, Comisión del Adulto Mayor, 
que funcionaba como un espacio acompaña-
do por equipos sociales del CCZ 2. Según sus 
integrantes, la Red es resultado de un lar-
go proceso de vinculación entre la entonces 
Comisión del Adulto Mayor y las organizacio-
nes de la sociedad civil.
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otras participan porque tienen su sede central 
allí, pero su injerencia no se limita a ese espa-
cio. En este sentido, una de las entrevistadas 
afirma que no es menor la observación de que 
«la Red no es del Municipio B sino del territo-
rio del Municipio B». 

Este ha sido un tema de debate en la interna 
del colectivo y la expresión que pretende re-
flejar que «se está, pero no se es» se identifi-
ca en el guion que vincula y al mismo tiempo 
separa la Red del Municipio en la denomina-
ción. Sin embargo, integrantes de la Red reco-
nocen un vínculo de origen con el Municipio, el 
CCZ 2 y la Casa del Vecino. Incluso identifican 
el surgimiento de la Red con esta Casa, donde 
comenzó a funcionar. 

En este sentido, el Municipio B se reconoce 
como un actor clave —«incondicional»— que 
acompaña el funcionamiento de la Red, ejer-
ciendo lo que se califica como una secretaría 
técnica y brindando apoyo logístico. De hecho, 
el apoyo y el acompañamiento a redes y colec-
tivos forman parte de la planificación del Área 
Social y del Plan de Desarrollo Municipal del 
quinquenio como parte de los compromisos 
de gestión del Municipio. Desde allí, se ges-
tionan diversas acciones que acompañan el 
funcionamiento de la Red: se coordinan luga-
res físicos para funcionar, se aportan insumos 
varios para actividades (audio, materiales de 

difusión, contratación de disertantes o es-
pectáculos, servicio de lunch para eventos, 
locales) y se contribuye con el registro de las 
reuniones.

Si bien el colectivo requiere la presencia del 
Municipio, también ha sucedido que la Red ha 
funcionado con la ausencia, por licencia, de las 
referentes del Área Social. Particularmente, 
esta Red cuenta en la actualidad con dos re-
cursos humanos del Área Social del Municipio 
(psicóloga y profesora de educación física). En 
otro momento se disponía también de la pre-
sencia del trabajo social, pero hoy esto parece 
quedar sujeto a la disposición y el interés de 
los pasantes de esta disciplina.

La Red se reúne de manera presencial los pri-
meros y terceros martes de cada mes. El área 
social del Municipio realiza la convocatoria 
mediante un grupo de WhatsApp que se ge-
neró durante la pandemia para las reuniones 
regulares. También se convoca mediante co-
rreo electrónico, a través del cual se envía la 
agenda a tratar y alguna información que se 
requiera considerar para la reunión.

Como ya se indicó, el registro de la reunión 
era asumido habitualmente por el Área Social 
del Municipio, pero desde 2023 comenzó a 
incentivarse la asunción rotativa de esta ta-
rea entre los y las integrantes de la Red. Esta 
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variante deviene del propósito que persigue el 
Municipio de promover un funcionamiento au-
togestionado del colectivo. Por menor que pa-
rezca, no se trata de una tarea que se perciba 

fácil de resolver, ya que, según los entrevis-
tados, insume un tiempo del que no siempre 
disponen quienes representan a las organiza-
ciones y prestadores de servicios.
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La Red no cuenta con un marco normativo 
que la regule, pero se asume la existencia 
de ciertas pautas acordadas de integración 
y funcionamiento, entre las que se enfatiza 
la ausencia de remuneración económica y de 

vinculación con la política partidaria de los y 
las participantes.

Los temas que implican una toma de posi-
ción de la Red se definen mediante votación, 
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que se realiza en la instancia de reunión y 
se registra en el acta para conocimiento del 
colectivo. Generalmente, en las reuniones se 
cuenta con una agenda anticipada y anun-
ciada en la convocatoria, a la que se pueden 

sumar los temas que surjan a partir de la con-
versación en cada instancia. La Red conjuga 
actividades preestablecidas a lo largo del año, 
iniciativas puntuales y participaciones en ám-
bitos institucionales de relevancia.
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Durante el primer trimestre del año se plani-
fican las actividades centrales que se desa-
rrollarán a lo largo del año y que suponen la 
conmemoración de fechas especiales: jorna-
da por los derechos de las mujeres mayores, 
tarde literaria, tarde de la nostalgia, activida-
des por el Día Mundial de Toma de Conciencia 
Contra el Abuso y el Maltrato en la Vejez y 
reunión abierta por los derechos de las per-
sonas mayores Cada celebración cuenta con 
un comité organizador responsable de su 
implementación.

Si bien estas actividades estructuran la agen-
da de la Red cada año, el colectivo manifies-
ta contar con cierto «termómetro social», 
mediante el cual detectan situaciones a las 
que entienden necesario responder oportu-
namente. A su vez, la integración al Consejo 
Asesor de Personas Mayores de la Secretaría 
de las Personas Mayores de la Intendencia de 
Montevideo (Resolución n.o 3457/20) cons-
tituye otra línea de acción relevante a la que 
se ha incorporado, más recientemente, la 
participación en un grupo de trabajo de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo (IDDHH), orientado a la 
difusión de la Convención Interamericana so-
bre la Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores (OEA, 2015), que resul-
tara aprobada en Uruguay mediante sanción 

legislativa el 8 de setiembre de 2016 (Ley n.o 
19.430).

Los integrantes de la Red reconocen en el 
Consejo Asesor un ámbito de incidencia en 
la definición de la política municipal referida 
a las personas mayores. No obstante, iden-
tifican una serie de dificultades de diferente 
naturaleza. Por un lado, se observa una baja 
en la participación. Si bien su funcionamien-
to se inició con reuniones multitudinarias, hoy 
no superan los doce asistentes. La pandemia 
parece haber sido un factor decisorio en la 
disminución de la participación, al igual que la 
práctica de algunas organizaciones que no re-
ponen su representante cuando el titular deja 
de asistir. Por otro lado, se percibe por mo-
mentos cierta imprecisión con respecto a los 
objetivos del Consejo. Desde la Red se entien-
de que es el ámbito propicio para generar po-
líticas asertivas para las personas mayores, 
pero no siempre se tienen en cuenta sus vi-
siones y necesidades. En este sentido, se afir-
ma que «hay poco compromiso arriba, pero 
abajo estamos bien». La Red ha procurado ser 
un ejemplo acerca de cómo orientar la políti-
ca, pero esto no siempre «se ve». Ejemplo de 
por dónde se debe ir, por iniciativa de la so-
ciedad civil organizada, es la renovación del 
transporte público, con piso bajo y asientos 
disponibles para personas mayores, así como 
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la inclusión digital. En este mismo sentido, se 
identifica en la «marcha de los bastones» un 
hito a no olvidar.

De manera diferente se percibe el vínculo con 
el Municipio B: aquí, efectivamente, afirma 
el colectivo, «sentimos que nos escuchan». 
En este sentido, se valora positivamente el 
vínculo directo que se establece con la alcal-
desa, que difiere del que se desarrolla con la 
Intendencia, donde el relacionamiento supone 
un periplo a transitar, signado por múltiples 
derivaciones. A partir de reconocer que «las 
cosas se logran en conjunto» —y, por ende, 
Municipio y Red se potencian mutuamente—, 
se señala la necesidad de que se involucren 
otras instituciones. El Banco de Previsión 
Social se califica de imprescindible, pero no 
está presente. Se ha insistido desde la Red 
para su participación, pero sin éxito. También 
se considera importante que actores de rele-
vancia en la política de las personas mayo-
res puedan actuar en conjunto (Intendencia 
de Montevideo, Ministerio de Salud Pública, 
Ministerio de Desarrollo Social, Banco de 
Previsión Social), pero, hasta el momento, 
nunca se logró.

Si bien la circulación de la información de lo 
que sucede en los espacios institucionales en 
los que participa la Red es responsabilidad 
de sus representantes, se reconoce que no 

siempre se cuenta en tiempo y forma con la 
información que se requiere. Esto no sucede 
por omisión de los o las representantes de la 
Red, sino porque a veces la información llega 
tarde y mal o porque, por momentos, se soli-
cita opinión del colectivo sobre diferentes te-
mas, pero se prescinde de su inclusión en el 
proceso decisorio. 

A modo de ejemplo, se recuerda que la Red fue 
convocada por el Municipio al comienzo del 
quinquenio a las asambleas vecinales y a las 
reuniones preparatorias del Plan de Cuidados. 
Interesaba recuperar la opinión de la Red y si 
bien puede pensarse que en algunos aspectos 
fue considerada, al mismo tiempo el Municipio 
concedió avales para investigaciones que no 
hacen devoluciones acerca de sus resultados 
o que prescinden de la Red al momento de 
ejecutar sus proyectos.

En algunas oportunidades, cuando la Red no 
estuvo de acuerdo con alguna decisión ins-
titucional, comunicó su perspectiva, como 
sucedió con su resistencia al cambio que se 
produjo en el Espacio GenerAciones, cuando 
pasó a ser un ámbito para integrar, capacitar 
y recrear a la ciudadanía montevideana y me-
tropolitana, en general, así como también a 
las personas mayores de 60 años en particu-
lar. En este sentido, el colectivo considera que 
no se deja avasallar y cuando lo entienden 
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pertinente «llaman al orden a las autorida-
des», más allá de los resultados que se pue-
dan obtener con ello.

Al mismo tiempo, la Red se concibe como un 
actor con permanente capacidad de propues-
ta y definición de metas a concretar. En este 
sentido, se están elaborando sugerencias 
para atender la situación de las personas ma-
yores vulnerables por falta de alimentación 
o soledad o de quienes salen de un refugio y 
deben trasladarse a otro lugar para poder co-
mer. Durante otras campañas políticas en el 
país, la Red se trasladó al Parlamento para 
gestionar entrevistas con los representantes 
de los partidos políticos. La respuesta «fue 
cero», afirma una entrevistada, pero, de todas 
maneras, van a reeditar esta iniciativa ante el 
inicio de un nuevo período de gobierno. Otro 
entrevistado recuerda que el diálogo con los 
partidos políticos no registra buenos antece-
dentes. La Red Nacional de Organizaciones 
de Personas Mayores (REDAM) promovió va-
rias ediciones de la jornada Adultos Mayores, 
Diputados por un Día. En una oportunidad, no 
había más de cinco diputados escuchando las 
propuestas que trasladaban los participantes 
y en la última edición la ausencia fue total. Si 
bien ya han pasado casi diez años desde la 
aprobación de la Convención y su adecuación 
legislativa nacional, resuelta por unanimidad 

de los partidos políticos, los y las integrantes 
de la Red afirman que persisten las dificul-
tades para la concreción de sus postulados. 
Aunque reconocen que algunas acciones se 
han concretado, no se han previsto mecanis-
mos de seguimiento y evaluación que garan-
ticen su perdurabilidad. Por ello, el cambio de 
las administraciones conlleva, muchas veces, 
que se pierda lo poco realizado. «¿Cómo hacer 
para dejar lo que se hizo bien y cambiar lo que 
se hizo mal?», es la interrogante que expresa 
el colectivo, apremiado por el paso del tiempo 
y la necesidad de que los objetivos se concre-
ten sin demora.

Desde 2023, representantes de la Red partici-
pan de un grupo de trabajo en la IDDHH con el 
fin de promover la difusión de la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los 
Derechos Humanos de las Personas Mayores. 
Se trata de un propósito relevante, ya que el 
colectivo tiene la percepción de que los pos-
tulados de la Convención no son conocidos 
entre las personas mayores y la sociedad en 
general. En este sentido, la difusión se aso-
cia a la posibilidad de apropiación y empode-
ramiento de las personas mayores respecto 
a sus derechos, lo que se estima que resul-
tará en una mayor participación. Se afirma 
con preocupación que las actividades lúdicas, 
aunque reconocidas como saludables, reúnen 
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más asistentes que las instancias en las que 
se difunde la Convención y sus alcances en la 
legislación nacional.

Quienes integran la Red valoran muy positi-
vamente el funcionamiento y la participación 
del conjunto de los representantes de las or-
ganizaciones y prestadores de servicios. Se 
trabaja de manera continua y se obtienen 
resultados para la comunidad. No recuerdan 
haber tenido que suspender una actividad 
por falta de participantes. A su vez, conside-
ran que este es un espacio que trasciende la 
representación y se constituye en un ámbito 
de pertenencia, afectividad, contención y cui-
dado para sus integrantes. «Si nos vemos en 
la calle nos reconocemos», afirma una entre-
vistada, a la vez que reconoce «tener la cara 
visible detrás del teléfono» de cada repre-
sentante. Se trata de un colectivo que se re-
conoce con una valiosa historia asentada en 
el profuso trabajo de pioneras luchadoras por 
los derechos de las personas mayores y esto 
hace de este agrupamiento «una escuela de la 
propia red». Estas valoraciones concluyen en 
la importancia de las redes en tanto mecanis-
mo que, con base en una estrategia participa-
tiva, se propone incidir en la política pública. 
El conjunto de los entrevistados coincide en la 
necesidad de su fortalecimiento.

Por otra parte, si bien la Red de Salud del 
Municipio B registra antecedentes en las po-
líticas municipales de descentralización de 
los años noventa, según sus integrantes, sur-
gió en 2005 vinculada a las transformaciones 
que sufrió el modelo de atención de la salud 
en el país. Se trata de un período al que califi-
can de «hervidero», en el que predominó una 
avidez por participar, estudiar y compartir co-
lectivamente un cambio de perspectiva que 
pretendía colocar a los usuarios en el centro 
del modelo de salud, con el fin de brindar una 
atención personalizada y humanizada. En el 
año 2007 finalmente se aprobó y reglamentó 
la Ley n.o 18.211, que creó el Sistema Nacional 
Integrado de Salud (SNIS).

La reforma de la salud persiguió, entre otros 
propósitos, el incentivo de la participación 
ciudadana a efectos de contribuir con el mejo-
ramiento de la calidad de vida de la población. 
En este contexto surgieron las comisiones de 
salud vinculadas a las policlínicas municipa-
les. Posteriormente se comenzaron a con-
figurar las redes de salud. Sus integrantes 
reconocen en este proceso un fuerte protago-
nismo de la División Salud de la Intendencia 
de Montevideo, que en ese momento pro-
movió la participación social y política de la 
ciudadanía. 
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Durante este período inicial, se priorizó la for-
mación de la comunidad y para ello se apeló 
a la realización de talleres abiertos a vecinos 
y vecinas y al fortalecimiento del trabajo 
en equipo. De hecho, la Red no ha dejado de 
realizar, de manera continua, actividades de 
formación a lo largo de estos veinte años de 
funcionamiento.

La conformación de la Red, según sus inte-
grantes, supone una apuesta por una hori-
zontalidad en la que no se diferencian cargos 
y en la que todas las opiniones son bien-
venidas. Integrada fundamentalmente por 
instituciones efectoras de salud públicas y 
privadas y, en menor medida, por organiza-
ciones de la sociedad civil organizada, fueron 
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mayoritariamente mujeres las que confor-
maron la Red en sus inicios y lo hacen tam-
bién en la actualidad. La presentación gráfica 
de la Red constituye un aspecto que merece 
atención por parte de sus integrantes. Un 

entrevistado afirma que el colectivo ha «pe-
leado» para que la Red cuente con una identi-
ficación gráfica única. Pero, al mismo tiempo, 
se considera estratégico que se identifique 
cada una de las instituciones que la integran, 
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en tanto la visibilidad pública, sobre todo de 
las de carácter privado, aseguraría el aporte 
material y de recursos humanos que se nece-
sitan para sostener el funcionamiento y las 
actividades del colectivo.

Más allá de su procedencia institucional, una 
entrevistada considera que quienes integran 
la Red están convencidos y convencidas de 
la relevancia de la promoción y la prevención 
en salud que se realiza. El colectivo refiere al 
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trabajo en Red como una práctica donde se 
conjugan el hacer y los afectos y se construye 
un espacio social, esencialmente democráti-
co, orientado a la promoción de la salud y el 
bienestar de la comunidad.

El funcionamiento de la Red cuenta con el 
apoyo del Área Social del Municipio B, que lle-
va adelante una secretaría técnica y logísti-
ca, al igual que sucede con otras redes, y, al 
mismo tiempo, promueve acciones de auto-
gestión del colectivo. Entre ellas, se mencio-
na la incorporación del mecanismo rotativo 
de realización de las actas de cada reunión. 
También se observa que en algunas activi-
dades puntuales el retiro del Municipio acti-
vó un mayor protagonismo de alguna de las 
instituciones que conforman la Red, como 
sucedió, por ejemplo, con la campaña de pre-
vención del suicidio. Desde el Área Social del 
Municipio se reserva y acondiciona el lugar 
de reunión, se convoca (por correo electrónico 
y por WhatsApp), modera y registra cada re-
unión, se apoya la realización de actividades 
y se coordina con otras áreas del Municipio y 
de la Intendencia. A su vez, el equipo de co-
municación del Municipio participa en la ela-
boración de los materiales informativos que 
requiere la Red.

El énfasis de la Red se coloca en la realiza-
ción de múltiples actividades, dirigidas a 

colectivos formalizados, en particular a los 
integrantes de la Red y a la comunidad en ge-
neral. Se aborda un amplio abanico de temas: 
salud mental, siniestralidad en el tránsito, 
suicidio, salud cardiovascular con particular 
atención a las mujeres y asociada a aspec-
tos emocionales y el estrés, alimentación, 
tabaquismo, entre otros. El tratamiento no-
vedoso y anticipador de algunos de estos te-
mas le ha valido reconocimientos públicos a 
la Red. Generalmente se asume la modalidad 
de conversatorios, pero también se desplie-
gan actividades de difusión en la vía pública. 
En este sentido, una entrevistada recuerda 
la realización de una campaña de seguridad 
vial en las primeras celebraciones de la Noche 
de la Nostalgia o la incorporación de los fac-
tores emocionales en relación con la salud 
cardiovascular.

Según los y las integrantes de la Red, la agen-
da de temas y sus líneas de interés son re-
sultado de instancias abiertas en las que se 
procesan, con la comunidad, diagnósticos 
participativos. En este sentido, las acciones 
a implementar se conciben como emergentes 
«desde abajo» y no elaboradas «desde arri-
ba», por lo que refieren como «instancias cen-
trales del Estado».

Los y las integrantes de la Red afirman que la 
participación siempre fue un tema difícil. En 
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algunas oportunidades se contó con centena-
res de participantes. Los cabildos previos a la 
pandemia, abocados al tratamiento de temas 
de salud, son el mejor ejemplo de experien-
cias masivas. Luego, la pandemia supuso una 
pérdida de presencialidad y posteriormente 
se produjo un pasaje a una modalidad híbrida 
de trabajo. Más recientemente, cuando se vol-
vió a la presencialidad, se percibió una baja en 
la participación y la pérdida de algunas moda-
lidades de trabajo, como los cabildos focaliza-
dos en salud.

Para la efectivización de las líneas de ac-
ción definidas, el colectivo reconoce el apoyo 
permanente del Municipio. Su apoyo logísti-
co, referenciado fundamentalmente al Área 
Social y al Área de Comunicación, es valorado 
de manera superlativa, en la medida que se 

considera que sin ese sostén la Red no podría 
funcionar o tendría severas dificultades para 
hacerlo. Este impedimento no sería resultado 
de la falta de interés de sus integrantes, sino 
de la ausencia de una institucionalidad que le 
proporciona viabilidad material. A su vez, se 
recuerda cuán importante era la presencia del 
Consejo Vecinal en las reuniones de la Red, ya 
que operaba como un facilitador político para 
concretar las acciones que se defina desarro-
llar. El colectivo lamenta que haya dejado de 
asistir una integrante del Consejo y que no se 
lograra reponer esa representación. Esta difi-
cultad también se ha producido en otras ins-
tituciones, cuyo representante ha dejado de 
asistir a la Red pero no ha sido reemplazado. 
Estas prácticas afectan la composición y la 
fortaleza del colectivo.
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Nodo Migrante

o ciudadanos y ciudadanas por consultas o 
por un tema en particular. Se les escucha y, en 
general, se les deriva. Se indica como ejem-
plo una consulta que pueda ser realizada por 
un maestro. No es sociedad civil organizada, 
tampoco la escuela como institución, pero se 
trata de un ciudadano.

Al Nodo Migrantes, en particular, lo integran 
—entre otros—, el Ministerio de Desarrollo 
Social (MIDES), el INAU y dependencias de 
la Intendencia de Montevideo (Secretaría de 
Equidad Étnico Racial, Municipio B, CCZ) y 
organizaciones de la sociedad civil que tra-
bajan con migrantes (como Idas y Vueltas y 
Servicio de Jesuitas Migrantes). También se 
mencionan otras organizaciones, como el 
Servicio Ecuménico para la Dignidad Humana, 
Cruz Roja y El Paso. Asimismo, participan ser-
vicios públicos que trabajan con población 
migrantes: CAIF, clubes de niños, Centro de 
Salud de Ciudad Vieja y centros educativos. 
Finalmente, también participan integrantes 
de la academia y organismos internacionales 
como la Organización Internacional para las 

El Nodo Migrante —de acuerdo a la infor-
mación y a las entrevistas realizadas— es 
entendido como espacio de articulación y en-
cuentro entre organizaciones e instituciones 
para compartir información y conocer recur-
sos y demandas de la población migrante. Es 
un espacio puramente institucional, esto es, 
no participan vecinos y vecinas. Lo integran 
organizaciones e instituciones públicas y pri-
vadas del territorio del Municipio B y del de-
partamento de Montevideo. En este sentido, 
un aspecto a destacar es que la mayoría de 
las organizaciones e instituciones no conside-
ran a la migración y a la población migrante 
como su tema de actuación y reflexión, sino 
que este aparece en el marco de su gestión 
como programa o servicio. A modo de ejem-
plo, se menciona que en las escuelas con las 
cuales trabaja el Municipio entre un 25% y un 
30% de la población es migrante y en algunas 
clases particulares los niños y niñas migran-
tes son la mitad de los asistentes. 

Más allá de la conformación del Nodo, ya 
mencionada, pueden acercarse instituciones 
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Migraciones (OIM). Se indica que la participa-
ción tiene altas y bajas, pero es más o menos 
constante.

Más allá de esa participación presencial, exis-
te un grupo de WhatsApp al que puede inte-
grarse quien así lo desee. Por un lado, esto 
permite compartir la información entre per-
sonas que no pueden asistir a las reuniones 
presenciales. Asimismo, hace posible un fun-
cionamiento cotidiano y frecuente, que se en-
tiende que es muy importante para procurar 
atender las diversas necesidades a las que se 
enfrentan. Se menciona el caso de un maes-
tro que no participa de manera presencial, 
pero que vía virtual pudo coordinar una acti-
vidad con una organización no gubernamen-
tal. Para esto utilizan los dispositivos móviles 
personales. También se mencionan una di-
rección de correo electrónico y formulario en 
línea para realizar consultas o manifestar in-
terés en recibir información.

El Nodo surgió en 2016, su creación fue pro-
movida por el MIDES y era gestionado por 
medio del SOCAT Vida y Educación. Este era 
entendido, de acuerdo a las personas entre-
vistadas, como impulsor y motor del espa-
cio a partir de sus competencias específicas. 
Tenía entre sus objetivos el trabajo territorial, 
para el que destinaba horas y recursos. Esto 
suponía una disponibilidad singular para el 

Nodo, que operó tensionando al resto de las 
instituciones.

Con la nueva administración del gobierno na-
cional, a fines de diciembre de 2021 dejaron 
de funcionar los SOCAT. Este momento fue 
muy relevante en la vida del Nodo, en tanto 
supuso tomar la decisión sobre qué hacer. 
Instituciones y organizaciones resolvieron 
continuar trabajando en conjunto, con dos 
modificaciones en el funcionamiento existen-
te hasta ese momento. Dejaron de reunirse 
dos veces al mes y pasaron a hacerlo una sola 
vez. Por otro lado, se definió que el espacio de 
reunión, la coordinación y las actas de trabajo 
fueran rotativas. Las personas entrevistadas 
entienden que esto supuso esfuerzos y desa-
fíos importantes, pero que fueron sorteados.

Fuera de esos aspectos referidos a la orga-
nización, se indica que también fue preciso 
darle contenido al Nodo. El SOCAT proponía 
contenidos a trabajar y líneas a seguir. Su 
cierre llevó al Nodo a pensar sobre por dónde 
seguir. Entonces surgió la idea de un proceso 
de formación, a cargo de quienes integraban 
el Nodo y desde las acumulaciones y expe-
riencias específicas. También se invitó al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que 
no integra el Nodo pero se hizo cargo de uno 
de los talleres. Esto permitió conocer más 
los recursos disponibles por parte de cada 
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institución y organización, y también sobre 
temáticas específicas, entre las que se men-
cionan la trata de personas y la violencia. Se 
destaca que no estuvieron solamente centra-
dos en aspectos conceptuales, sino en las for-
mas concretas de su expresión en el territorio.

Estos cambios son valorados de manera fa-
vorable por las personas entrevistadas. Las 
referencias son a la autogestión y al empo-
deramiento. En un caso se indica que son 
autoconvocados. Hablan de un formato más 
horizontal, donde todas las organizaciones e 



118

instituciones son responsables del funciona-
miento y las referencias son a la definición 
del lugar de reunión, la responsabilidad en la 
elaboración de las actas de reuniones y su cir-
culación. Nadie lidera el espacio y no se espe-
ra que nadie lo haga. Asimismo, una persona 
destaca el espacio como «sostén técnico».

La continuidad del Nodo también es destaca-
da en el contexto del cierre del SOCAT, don-
de, en el territorio, «faltaban muchas cosas». 
Más allá del tema y las posibilidades de tra-
bajo, la referencia es al encuentro con otros 

y otras que estaban poniendo la mirada en lo 
mismo. A esto deben sumarse la pandemia y 
las restricciones institucionales para la parti-
cipación. Se habla de «rescate, agarrarse de 
algo, bocanada de oxígeno», en referencia al 
Nodo.

Dicho esto, se reconoce que el Municipio B 
cumplió un rol muy relevante en el apoyo a la 
permanencia del Nodo y en los ajustes en su 
funcionamiento, a partir del cambio mencio-
nado. Se indica en las entrevistas que, de al-
guna forma, esto permanece en la actualidad, 
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dinamizando ese espacio colectivo. Más allá 
de la horizontalidad, se reconoce que desde 
el área social dan «un empuje, agitan un poco 
más», para las convocatorias al Nodo.

Lo mencionado no supone falta de tensiones 
ni dejar de reconocer las dificultades surgidas 
de la diferencia que resulta de la presencia o 
no del SOCAT, dadas las horas que este desti-
naba al trabajo en el Nodo. El Nodo manifies-
ta dificultades para generar acciones propias. 
Hay deseos e ideas, pero se indica que son di-
fíciles de concretar producto de las demandas 
emocionales, el trabajo y la atención directa. 
A esto debe sumarse lo señalado en cuanto 
al vínculo de las instituciones y organizacio-
nes con el tema de la inmigración. No todas 
comparten la misma preocupación por esta 
realidad. 

Lo anterior —entre otros aspectos— impac-
ta en la valoración que se realiza de la parti-
cipación en el Nodo. Se mencionan casos de 
instituciones con indicaciones de priorización 
de otras actividades (atención directa, trabajo 
con familias, por ejemplo) frente a esa parti-
cipación. En otros casos, la ausencia de horas 
para articulaciones territoriales hace que la 
inclusión en el Nodo adopte un carácter casi 
voluntario por parte de técnicos y técnicas, 
sostenido en un convencimiento personal y 
no institucional. Técnicos y técnicas, en algún 

caso, justifican su participación ante las insti-
tuciones desde un lado puramente operativo: 
la eventualidad de conseguir un recurso. Tal 
vez, el Municipio, como tercer nivel de gobier-
no, podría interceder para generar cultura de 
trabajo en red en condiciones plenas para de-
sarrollar el potencial que el Nodo ofrece.

La decisión de participar responde a la rele-
vancia asignada al Nodo, que se sustenta en 
dos argumentos. Por una parte, en la impor-
tancia del tema en el propio Municipio. Debe 
señalarse que es uno de los territorios donde 
más migrantes residen, entre otros aspectos, 
porque existe una amplia disponibilidad de 
pensiones. De acuerdo a la rendición de cuen-
tas municipal de 2022, el 70% de las pensio-
nes y casas de inquilinato se encuentran en 
ese territorio. A esto se suma el hecho de que 
no existe otro espacio similar en el ámbito 
departamental (y suponen que tampoco en el 
país) que tenga a la inmigración como asun-
to sobre el cual problematizar y desarrollar 
acciones.

Con relación a los objetivos, un documento 
del Nodo menciona que se orienta a coordinar 
prácticas y a reflexionar acerca de la movili-
dad humana, los derechos humanos de las 
personas migrantes y la relación con la socie-
dad de acogida. Por su parte, una entrevista-
da indica que existen pero que no los recuerda 
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y otra indica que a inicios de cada año se 
plantean los objetivos anuales y a fin de año 
se realiza una evaluación de lo actuado.

Las personas entrevistadas destacan dos as-
pectos relevantes que el Nodo habilita y pro-
mueve. Por un lado, se lo concibe como un 
espacio de incidencia. A modo de ejemplo, se 
señala la implementación de cursos de idio-
ma, surgidos a partir de necesidades identifi-
cadas en el marco del Nodo. En otro caso, este 
propuso que en el Cabildo la comida fuera ela-
borada por migrantes, haciendo referencia a 
la multiculturalidad e integración, y esto fue 
tomado por el gobierno municipal. Por otro 
lado, se entiende que facilita la gestión. Se 
indica que constituye un trabajo en red en-
tendido como sumamente importante y fun-
damental para quienes trabajan en una zona 
donde circula y vive mucha población migran-
te. Conocer quién está en cada institución, el 
«cara a cara», es indicado como el gran dife-
rencial del Nodo. Permite el trabajo en equipo, 
concebido «como fundamental». Las ideas de 
confianza y compromiso por parte de quie-
nes participan son destacadas en distintas 
oportunidades por las personas entrevista-
das. Entienden que esto permite que se gene-
ren vínculos virtuosos que ayudan a resolver 
problemas concretos y en algunas ocasiones 
de manera más ágil. También colabora en la 

articulación de las actividades del Nodo y al 
desarrollo de otras. A esto se suma la posibi-
lidad de circular la información sobre recursos 
(destacados como generalmente escasos) y 
servicios, y de lo que está ocurriendo en ge-
neral y del trabajo en esta temática dentro 
de cada institución. En un caso se señala la 
distancia con el inicio de la participación en el 
Nodo, cuando la persona indica que «no sabía 
cómo moverse ni qué hacer».

El Nodo también permite visualizar los recur-
sos que no existen. Este espacio es testigo 
de la distancia entre demandas y recursos. 
Dentro de esto, destacan la vivienda y el 
empleo, aunque también hay referencias a 
la alimentación. En función de ello, se des-
taca la ausencia de participación en el Nodo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y del Ministerio de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial, habiendo sido ambos invitados. 
En el primer caso, la explicación se ubica en 
la presencia del tema migración. Existe una 
unidad migrante, de carácter unipersonal, que 
tampoco cuenta con horas de trabajo destina-
das a la coordinación y articulación territorial, 
por tanto, solamente podría realizar aportes 
puntuales. En el caso de Vivienda, se informa 
que se estaría integrando una representante 
al Centro de Referencia Migrantes, que fun-
ciona en la órbita del MIDES.
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Más allá del espacio propio del Nodo, se des-
taca la vinculación y el trabajo con otras redes 
también presentes en el territorio. Algunas 
personas participantes del Nodo también 
son parte de otras redes y eso posibilita la 

ampliación de vínculos y de trabajo conjunto. 
Se menciona como ejemplo la Red de Infancia 
y Adolescencia, y la realización de un Cabildo 
Adolescente que abordó el tema intercultura-
lidad, con apoyo del Nodo.
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En términos del funcionamiento cotidiano, 
se indica que la convocatoria se realiza por 
WhatsApp. Los objetivos y la agenda se pue-
den ir armando durante el mes y si no se con-
cretan son definidos en cada reunión. Las 
decisiones se toman generalmente en conjun-
to, por consenso, dialogando en cada instan-
cia. Después, cada una de las personas que 
participan consulta con su institución si está 
o no de acuerdo con lo resuelto.

El Nodo no cuenta con recursos propios. El 
principal recurso son los técnicos de cada ins-
titución. Con relación a las instituciones, se 
menciona, además, el aporte en folletería. El 
Municipio también tiene aquí un papel más 
destacado, desde su área de comunicación.

La documentación producida por el Nodo no 
es de acceso público. Si lo es la Guía de recur-
sos, alojada en la página web del Municipio B 
y valorada de manera favorable por la infor-
mación que brinda y como acción del Nodo.

Se entiende que lo mencionado ha hecho 
que el Nodo comience a oficiar como una re-
ferencia de alcance mayor. Se expresa que 
ha sido contactado para conformar otros no-
dos en otros municipios y también fuera de 
Montevideo. Una persona entrevistada en-
tiende que el Nodo es un espacio reconocido 
por todos quienes están interesados en la 
realidad de la inmigración, con claridad sobre 
cuándo se reúnen y la forma en que funcionan.

Se indica que en el Nodo lo que se toma son 
decisiones concretas, que —como fuera 
señalado— son valoradas por su capacidad 
de incidencia, pero indican que allí no se to-
man decisiones «más políticas» ni con impac-
to en la política pública. En algún caso esto 
no parece ir más allá de una constatación, 
sin embargo, en otro parecería existir cierta 
expectativa de ser consultada la opinión del 
Nodo al momento de tomar algunas definicio-
nes políticas.
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Consideraciones generales

credibilidad de la propuesta. Esto implica no 
solo crear y sostener ámbitos de inclusión 
de los grupos con capacidad de acción y de-
manda, sino también procurar que todos los 
intereses tengan cabida. Más aún, si fuera ne-
cesario, es prerrogativa del gobierno local la 
promoción de nuevas grupalidades y el sos-
tén de espacios y mecanismos para que esas 
grupalidades puedan adquirir las destrezas y 
habilidades necesarias para ser corresponsa-
bles en la gestión de los asuntos públicos.

En Montevideo, a partir del proceso de des-
centralización iniciado en 1990 y la posterior 
Ley n.o 18.567, de Descentralización Política y 
Participación Ciudadana, se generaron cam-
bios sustantivos en la forma de concebir y 
hacer política asentados, entre otros facto-
res, en las nociones de descentralización, par-
ticipación y gobierno de cercanía. Al mismo 
tiempo, se sancionaron cuerpos normativos 
específicos en el contexto nacional —Ley n.o 
19430 y Ley n.o 18.211— y doctrina vinculan-
te en el contexto internacional —Convención 
Interamericana Sobre la Protección de los 

Referir a la participación ciudadana implica 
considerar procesos complejos, dinámicos y 
cambiantes. Supone momentos confrontati-
vos y momentos de plena sintonía, con todos 
los matices posibles entre medio. Parte de 
estas situaciones depende del tipo de espa-
cio que la institución política disponga como 
ámbito de participación.

Los casos de estudio seleccionados fueron 
analizados a partir de la consideración de las 
dimensiones de Cardarelli y Rosenfeld (2005) 
y los aportes de Bettoni et al. (2023), que fue-
ran expuestos en la presentación de este in-
forme. La manera en que estas dimensiones 
orientadoras se articulen producirá efectos 
sobre la construcción conjunta de los asuntos 
públicos y la democracia en el territorio, es 
decir, impactará en la relación entre el gobier-
no local y la ciudadanía.

En la medida en que el Municipio B, además 
de incorporar en sus discursos el tema de 
la participación, desarrolle prácticas con-
cordantes con ese propósito, aumentará la 
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Derechos Humanos de las Personas Mayores 
(OEA, 2015)— que impactaron en las estra-
tegias de acción colectiva de los actores so-
ciales. Prueba de ello es la creación de la 

Red de Organizaciones de Personas Mayores 
- Municipio B y la Red de Salud, ambas aso-
ciadas a virajes normativos, sociales, políti-
cos e institucionales que se concentraron en 



127

determinada coyuntura nacional. Así mismo, 
los dispositivos propios de otros organismos 
públicos también incidieron en las nuevas for-
mas de hacer política. Es el caso de los SOCAT 
del MIDES. Fue con el impulso de estos servi-
cios que surgió el Nodo Migrantes.

A su vez, el Plan de Desarrollo Municipal del 
Municipio B asume entre sus componentes el 
compromiso de fomentar la participación de 
los diferentes colectivos, promover la auto-
gestión de lo común y apoyar y fortalecer es-
pacios, redes y organizaciones que cooperen 
con la participación social. El análisis muestra 
cómo, más allá del marco general de la des-
centralización y la participación ciudadana 
para Montevideo, existen las improntas polí-
ticas, que se traducirán en los énfasis progra-
máticos y en el destino de los recursos. Esto 
es claramente observable en el Proyecto Alba 
y en la Biblioteca Morosoli.

Este trabajo tuvo como objetivo identificar 
y analizar las actividades y los procesos de 
participación de diferentes propuestas pre-
sentes en el Municipio B y, en algunos casos, 
impactadas por los cambios normativos y 
políticas públicas antes señalados. Las pro-
puestas analizadas fueron seleccionadas por 
el Municipio, en función de su punto de origen: 
dos propuestas promovidas por el segundo 
nivel de gobierno, dos propuestas exclusivas 

del Municipio B y dos propuestas originadas 
en la acción social de la ciudadanía. 

En este conjunto se observan experiencias 
que preceden al tercer nivel de gobierno (Red 
de Organizaciones de Personas Mayores y 
Red de Salud), iniciativas exclusivas del tercer 
nivel de gobierno (Proyecto Alba) y espacios 
conformados con propósitos de cogestión en-
tre distintos niveles de gobierno y ciudada-
nía (Comisión Administradora de la Plaza de 
Deportes n.o 1 y Grupo de Cultura y Convivencia 
Barrio Sur, por iniciativa del segundo nivel de 
gobierno e inclusión del tercero; Biblioteca 
Morosoli, con apoyo del tercer nivel de gobier-
no). Además, se tomó contacto con un espa-
cio participativo conformado como encuentro 
entre técnicos de diversas instituciones ubi-
cadas en el territorio del Municipio B (Nodo 
Migrantes).

Estas diversas propuestas no solo difieren 
en su punto de origen, también lo hacen en lo 
concerniente a su composición. Así, algunas 
experiencias se asientan en la predominante 
presencia de vecinos y vecinas, mientras que 
otras lo hacen en las representaciones insti-
tucionales. De esta manera conviven figuras 
rentadas y voluntarias, designadas por pares 
o sometidas a jerarquía institucional. Por tan-
to, cabe suponer la convivencia de motivacio-
nes y disposiciones disímiles, cuyo impacto 
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en los modos de participación ciudadana de-
bería explorarse.

Más allá de los énfasis que asume la parti-
cipación en cada una de las propuestas se-
leccionadas, se vislumbra un vínculo con el 
Municipio, asentado en cierta apoyatura téc-
nica y logística que viabiliza que «las cosas 
efectivamente sucedan». Las seis experien-
cias muestran al Municipio B como relevante 
en su existencia, en algunos casos, y en todos 
ellos como relevante en el funcionamiento co-
tidiano. Eso es claro en el Proyecto Alba y en 
la Biblioteca Morosoli, que constituyen inicia-
tivas donde los recursos municipales son pri-
mordiales para la forma que adquieren y para 
el funcionamiento regular. 

Más allá de esto, es destacado el apoyo téc-
nico del Municipio. Incluso en experiencias 
orientadas hacia la autogestión, se reconoce 
su rol dinamizador e impulsor. Asimismo, se 
destaca el hecho de asumir ciertas tareas, 
que «liberan» a integrantes del colectivo, per-
mitiéndoles concentrarse en otros asuntos. 
Finalmente, también se valora la presencia 
de técnicos y técnicas del Municipio como 
transmisores de información, por ejemplo, en 
cuanto a un aspecto tan simple como que las 
demandas y planteos realizados desde los es-
pacios de participación efectivamente lleguen 
al Municipio.

Relacionado con lo anterior, cabe señalar un 
aspecto naturalizado pero que no deja de te-
ner implicaciones trascendentes. En las seis 
experiencias, se encuentra extendido el uso 
del WhatsApp. En términos generales, esto 
es valorado de manera favorable por las per-
sonas entrevistadas, en tanto permite que 
llegue información a quienes no pueden par-
ticipar de manera presencial y favorece un 
intercambio de mayor frecuencia. Sin embar-
go, observado desde la posición de las y los 
profesionales que acompañan los procesos, 
se evidencia que ponen en juego sus disposi-
tivos personales. En ningún caso expresaron 
contar con teléfonos móviles institucionales. 
Esto muestra el riesgo de, por un lado, desdi-
bujar el encuadre laboral y, por otro, colonizar 
la vida privada. Este uso se produce al mis-
mo tiempo que se destaca la necesidad de los 
encuentros presenciales, mayormente ponde-
rados después de la pandemia, por el conoci-
miento personal y la confianza que permiten 
construir.

A propósito de estas nuevas modalidades de 
comunicación e interacción, cabe reflexionar 
sobre los clásicos formatos de participación. 
Las reuniones, los plenarios, las asambleas, 
siguen siendo dispositivos vigentes y muy im-
portantes. Sin embargo, la dinámica de la vida 
actual, sumada a los avances tecnológicos, 
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permite pensar en la posibilidad de diversifi-
car las maneras de funcionamiento. Es decir, 
no necesariamente hay que apegar todas las 
instancias del proceso participativo al mis-
mo formato, durante todo el tiempo. Podrían 
pensarse secuencias que eviten seguir el 
ritmo del calendario para tener reuniones a 
ser llenadas con temas y, en su lugar, poner 
en el centro los objetivos de acción como es-
tructuradores de la forma de alcanzarlos. En 
algunos casos, podrán ser encuentros sema-
nales, en función de la complejidad o urgen-
cia de los temas. En otros casos, podrán ser 
interacciones por vías digitales (mensajes, re-
uniones virtuales, redacciones colaborativas, 
construcción de repositorios, etc.). Adecuar 
los formatos del espacio participativo podría 
dar mayores condiciones tanto para el tra-
tamiento de los temas como para desplegar 
las mejores capacidades de cada persona. No 
siempre la totalidad de los y las integrantes 
puede sostener presencia en reuniones sis-
temáticas, aunque algunas personas podrían 
aportar sus mejores habilidades desde otras 
modalidades.

Considerar la existencia de ese sostén de 
cercanía del Municipio, que convoca, regis-
tra, coordina, gestiona, habilita espacios y 
facilita recursos varios, abre la posibilidad 
de pensar qué tanto podría suceder lo que 

efectivamente sucede sin esa plataforma y, 
por ende, cabe preguntarse si no se estaría 
ante algo del orden de lo necesario e impres-
cindible. Simultáneamente, lleva a considerar 
algunas dificultades en el proceso de partici-
pación ciudadana, que se vería constreñido 
al orden de lo posible o condicionado por los 
apoyos disponibles. No obstante, la depen-
dencia institucional no es, forzosamente, el 
único resultado posible.

Cuando se habla de representatividad en los 
espacios participativos, debe observarse con 
particular atención tanto el espacio en sí mis-
mo como más allá de él. Esto significa prestar 
atención a las facilidades que ofrece para que 
la ciudadanía ejerza el derecho a la participa-
ción en los procesos decisorios, con perspec-
tiva democrática. También significa capacitar 
para la representación y estar alerta a los 
riesgos que conlleva (personalismo, subrepre-
sentaciones, etc.). Con respecto a la represen-
tatividad, hay varios aspectos a considerar 
que trascienden el espacio de participación 
propiamente dicho. Por un lado, fortalecer 
el proceso por el cual la persona represen-
tante, efectivamente, moviliza mecanismos 
para trasladar información y producir debates 
orientados al posicionamiento de su colectivo 
sobre cada tema en cuestión. Por otro lado, 
la modalidad por la cual las organizaciones 
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eligen y respaldan a sus representantes. Por 
último, la correspondencia entre los consen-
sos de la organización y los aportes transmi-
tidos por el o la representante en nombre de 
esa organización.

El Municipio tiene sustantivos aportes para 
realizar en este sentido. Sus equipos técnicos 
son clave para facilitar el flujo de información 
entre representante y colectivo representado 
—por ejemplo, atender que quienes represen-
tan no asuman como sentir colectivo aquello 
que es solo su opinión personal o apoyar para 

que se realicen evaluaciones periódicas en la 
interna de la organización—. Problematizar 
el desempeño del proceso participativo per-
mite identificar eventuales nudos y cambios 
a realizar, en el momento oportuno. Debe 
tenerse en cuenta que, como fue señalado, 
muchos de los colectivos que participan son 
estructuralmente dependientes. Al menos, 
dependen de los recursos técnicos y materia-
les que son parte de los costos de sostener la 
participación.
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No debe perderse de vista que para obtener 
procesos participativos de calidad es nece-
sario dotar de recursos económicos y técni-
cos adecuados a los objetivos planteados. 
Este estudio ha dejado claro que no todas 
las propuestas analizadas guardan el mismo 
equilibrio en este sentido. Por esta razón, es 
importante observar si las prácticas promovi-
das refuerzan las condiciones de dependencia 
o promueven la autonomía. 

La autonomía requiere certeza sobre los re-
cursos comprometidos, disposición política y 
técnica para transferir habilidades que permi-
tan proyectar actuaciones de las organizacio-
nes por cuenta propia y capacitación para que 
cada persona pueda ocupar estos espacios 
con solvencia superando las eventuales des-
igualdades en la capacidad de reflexionar, po-
sicionarse y actuar. De lo contrario, los niveles 
de gobierno corren el riesgo de establecer in-
terlocuciones reducidas con quienes tienen 
más habilidades para sostener debates políti-
cos, desarrollar capacidad de acción o contar 
con tiempo disponible, capacidad de procesar 
datos o disponibilidad para la movilidad. 

Además de la consideración de estos elemen-
tos en juego, no debería perderse de vista 
que la tensión entre autonomía y dependen-
cia también conlleva el dilema entre autono-
mía y construcción de legitimidad y adhesión 

institucional, con las consiguientes tensiones 
entre lo que se acepta y lo que se confronta, 
lo que se replica y lo que deviene disruptivo, 
novedoso, y ocupa un legítimo lugar.

En esta dirección también la construcción de 
las agendas parece constituir un elemento a 
considerar. Por momentos, la agenda parece-
ría figurar como preexistente a la propuesta: 
¿Constituye esto un fórceps que aprisiona y 
delimita los asuntos posibles? ¿Cuánto puede 
expandirse, diversificarse y ampliarse cada te-
mario en virtud de los requerimientos de sos-
tén que lo viabilizan? ¿Cuál es, en definitiva, 
la capacidad de incidencia de cada propuesta 
en la toma de decisiones concernientes a los 
temas que componen su agenda?

La consideración del temario objeto de la par-
ticipación supone, además, atender la cues-
tión de que la participación —más allá de las 
orientaciones y preocupaciones generales— 
se traduzca en productos concretos y objeti-
vables. Esto es importante como expresión de 
capacidad para trascender las formulaciones 
generales, traducirlas en respuestas precisas 
a los asuntos que cada espacio gestiona y, 
eventualmente, sentir que se tiene algún gra-
do de incidencia sobre esos asuntos. Esto se 
vuelve motivador de nuevas acciones. En este 
sentido, las propuestas analizadas muestran 
resultados disímiles y variables en el tiempo, 
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factiblemente asociados a factores de dife-
rente naturaleza, entre los que se incluyen los 
niveles de involucramiento alcanzados por los 
colectivos en los procesos decisorios. Al res-
pecto, este estudio permite visualizar, en el 
abanico de experiencias consultadas, algunos 
momentos que fluctúan entre la participación 
en los procesos decisorios y otros restringi-
dos a la colaboración sin mayor incidencia 
en la toma de decisiones. No obstante, no se 
vislumbran como instancias estáticas o es-
trictamente delimitadas, sino que parecerían 
convivir al mismo tiempo.

La gestión de gobierno, orientada por los prin-
cipios de la democracia participativa, amplía el 
ámbito de acción de la población con respec-
to a los asuntos públicos. Simultáneamente, 
acarrea una serie de desafíos cuya resolución 
es clave para el relacionamiento entre ambas 

partes. Por un lado, se enfrenta el hecho de 
que las personas o colectivos presentan di-
símiles condiciones para participar. Por otro 
lado, reconocer y promover el derecho a la par-
ticipación ciudadana implica un gobierno que 
cede parte del legítimo poder que sustenta.

La participación ciudadana pone en movi-
miento un proceso por el cual la ciudadanía 
expande sus grados de autonomía y el gobier-
no acepta que la ciudadanía deje de ser ente-
ramente funcional a sus propósitos. Algunos 
de los límites, dificultades, potencialidades 
y logros de esta relación compleja han sido 
expuestos en este documento, a partir de 
las seis experiencias consideradas. Quedan 
presentadas algunas claves para reflexionar 
acerca de este tipo de articulación entre go-
bierno y ciudadanía.
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